Radicado: 66001 60 000 36 2013 00190 01

Procesados: LHJO y otro 

Delitos: Fraude procesal, falsedad en 

documento privado y estafa

Asunto: Revocar parcialmente sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
FRAUDE PROCESAL Y FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO / COAUTORÍA FUNCIONAL POR DOMINIO DEL HECHO / VALORACIÓN PROBATORIA / PRINCIPIO DE LA DOBLE CONFORMIDAD.
… se cita lo manifestado en la sentencia CSJ SP del 2 de septiembre de 2009 en torno al tema de la coautoría así:

“… De conformidad con el artículo 29.2 de la ley 599 de 2000, son “coautores los que, mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”.

Lo característico de ésta forma plural está dado en que los intervinientes despliegan su comportamiento unidos por una comunidad de ánimo, esto es, por un plan común, además, se dividen las tareas y su contribución debe ser relevante durante la fase ejecutiva pues no cabe la posibilidad de ser coautor después de la consumación de la conducta punible”. (…)
En ese orden de ideas queda claro que pese a haberse demostrado la conducta de falsedad en documento privado en lo relativo a la alteración del documento de traspaso del automotor, por la colocación de una firma y huella falsas, para hacer constar que ese documento estaba suscrito también por el señor Gustavo de J. Martínez, como copropietario de la buseta que fue enajenada en favor de LHJO, lo anterior conduce a plantear que si bien los acusados no realizaron directamente la conducta descrita en el artículo 289 del CP, si era posible sustentar la acusación como coautores de tal acto, a partir de la teoría del codominio funcional del hecho referida en el precedente CSJ SP del 2 de septiembre de 2009, radicado 29221…
En atención a lo expuesto hay que manifestar que en el caso sub examen se advierte que la conducta de los procesados puede ubicarse dentro de los lineamientos de la teoría de la coautoría funcional por dominio del hecho, en razón de los fines propios de las conductas contra la fe pública y la administración de justicia…
En reciente pronunciamiento del 3 de abril de 2019, la SP de la CJS mediante providencia AP1263-2019 radicado al No. 54.215, M.P. Eyder Patiño Cabrera, refirió:

“2.1. Con el Acto Legislativo 01 de 2018 se implementó en Colombia, además del principio de la doble instancia para los aforados, el derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria. Fue así como en el artículo 3°, por el cual modificó el 235 de la Carta Política, atribuyó a la Sala de Casación Penal (numeral 7), la competencia para conocer de la solicitud de doble conformidad de la primera condena proferida por los tribunales superiores o militares”.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 800 del nueve (9) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Pereira, diecisiete (17) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Hora:

	Radicación
	66001 60 00 036 2013 00190 01

	Procesados
	LHJO y otro

	Delito
	Fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa 

	Juzgado de conocimiento 
	Promiscuo del Circuito de La Virginia

	Asunto 
	Desatar el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia del 27 de septiembre de 2016


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el representante de las víctimas, y la delegada de la FGN, contra la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda, el 27 de septiembre de 2016, mediante la cual fueron absueltos los señores LHJO y PLC, por el concurso de delitos de fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa. 

2. ANTECEDENTES
2.1. De conformidad con lo enunciado en el escrito de acusación, el supuesto fáctico es el siguiente: 

“GUSTAVO DE JESÚS MARTÍNEZ ZULETA y PLC adquirieron el vehículo automotor microbús, marca Non Plus Ultra, modelo TL 1.45 L, modelo 2007, con placas WMB-039, afiliado a la empresa “Flota Occidental”, el 15 de septiembre de 2006, hecho que se encuentra soportado en la factura de venta 09940 emitida por la aludida empresa Non Plus Ultra.

El certificado de cupo No. 183 emitido el 24 de octubre de 2006 por el Director Territorial de Risaralda adscrito al Ministerio de Transporte, acreditó que el vehículo en mención se encuentra vinculado a la empresa “Flota Occidental”.

Respecto de la propiedad común del vehículo en cabeza de los prenombrados ciudadanos, el Secretario de Tránsito y Movilidad del municipio de La Virginia, expidió el 4 de mayo de 2012 el correspondiente certificado de tradición, en el cual se consigna tal hecho jurídico.

La Fiscalía posee información respecto de la muerte del ciudadano Gustavo de Jesús Martínez Zuleta el 28 de marzo de 2012, hecho que se acreditó con el Registro Civil de Defunción con el indicativo serial 07070923, emitido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira.

Ante el fallecimiento del señor Martínez Zuleta, sus hijos y cónyuge iniciaron el proceso de sucesión correspondiente respecto de los bienes que aparecían a nombre de su padre y esposo, y obviamente dentro de esta masa herencial se hallaba el microbús de placas WMB039, sin embargo, se llevaron la sorpresa que dicho vehículo aparecía a nombre de LHJO, hecho constatado en el reporte del RUNT donde se inscribió el traspaso del vehículo el 28 de septiembre de 2012, fecha para la cual era imposible dicho trámite, habida cuenta que Gustavo de Jesús Martínez Zuleta había fenecido seis meses antes.

En virtud de estas evidentes irregularidades, JHON ALEJANDRO MARTÍNEZ FRANCO, en calidad de hijo de Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, denunció que para el traspaso del automotor no sólo falsificaron la firma de su padre y plasmaron una huella que no era la suya, sino que para el registro del RUNT se aportó una fotocopia de una cédula de ciudadanía con el cupo numérico asignado a su fallecido padre, pero completamente alterada, dado que la fotografía no correspondía ni los datos en ella insertos. Indicó además, que tales documentos fueron aportados a la carpeta del vehículo que reposa en la Oficina de Tránsito de La Virginia, donde se registró el negocio fraudulento, pues afirmó que nunca su progenitor suscribió documento alguno respecto de la enajenación del rodante, afectando los derechos herenciales de su señora madre y hermanos.

Confirmando lo expuesto por el denunciante, hace parte de los EMP y EF que demuestran el quehacer delictual, el certificado de tradición del automotor de marras actualizado a fecha del 8 de enero de 2013, donde aparece como propietario LHJO y en el ítem de propietarios anteriores, los multicitados PLC y MARTÍNEZ ZULETA.

La Fiscalía en virtud de la labor investigativa desarrollada, logró corroborar lo expuesto por el denunciante, dado que arrimado el historial del vehículo de placas WMB-039, aparece dentro de los documentos la fotocopia de la cédula de ciudadanía con el cupo numérico asignado al fallecido Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, esto es, el 10.090.994, pero con información que evidentemente no le corresponde, como la misma fotografía impresa en el documento, la firma que difiere en cuanto a la plasmada por el legítimo ciudadano en el documento original, su estatura, su RH sanguíneo, la fecha de expedición; estableciéndose además a través del código de barras inserto en el documento protocolizado, que realmente la cédula sobre la cual se mutó la información real, corresponde al ciudadano YEISON ERNESTO ALZATE ACEVEDO y que el cupo numérico asignado es 10.050.828.

Hace parte también de la carpeta donde aparece el historial del plurimencionado vehículo, los formularios de solicitud de trámites del registro nacional automotor números 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte, donde aparecen los nombres como propietario y/o vendedor del vehículo de placas WMB-039, figurando, en la cara posterior de dicho documento, impresiones dactilares contiguas a firma como PLC, las que luego del estudio técnico lofoscópico realizado se estableció que tales impresiones se identifican morfológica y topográficamente con las del citado PLC.

Con el propósito de establecer a quien corresponden las impresiones dactilares obrantes en la cara posterior de los formularios de solicitud de trámites del registro nacional automotor números 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte, contigua a la firma como GUSTAVO DE JESÚS MARTÍNEZ ZULETA, con base en el estudio técnico dactiloscópico realizado de los dedos de la mano derecha e izquierda obrantes en la tarjeta biográfica decadactilar de preparación de la cédula de ciudadanía número 10.090.994 expedida por la Registraduría del Estado Civil a Gustavo de Jesús Martínez Zuleta; NO SE IDENTIFICÓ topográficamente con ninguna de las impresiones dactilares del señor Martínez Zuleta obrantes en el documento de la Registraduría. Se determinó además, que las firmas impresas en los citados documentos, tampoco corresponden a las del citado.

Asimismo se estableció que la impresión dactilar obrante en el formulario de solicitud de trámites del registro nacional automotor número 3003142, contigua a la firma como LHJO, quien figura como comprador del micro bus de placas WMB-039, y quien se identifica con la cédula de ciudadanía número 17.027.544 de Bogotá, se identifica morfológica y topográficamente con la expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil a LHJO.

Hace parte de los EMP y EF la CERTIFICACIÓN DE CESIÓN DE CONTRATO de vinculación a la empresa transportadora “Flota Occidental”, suscrita por el gerente de la mencionada empresa, Diego Eduardo Ramírez Herrera, el cedente PLC y el cesionario LHJO, del vehículo microbús de propiedad de PLC y Martínez Zuleta, SIN QUE APAREZCA LA FIRMA DEL CEDENTE GUSTAVO DE JESÚS MARTÍNEZ ZULETA, quien, obviamente, debió suscribirlo por ser copropietario del mismo, hecho que efectivamente era imposible que se realizara, dado que dicho documento fue suscrito por los antes mencionados el 13 de septiembre de 2012, es decir, seis meses después de la muerte de éste.

Con base en los EMP, EF e ILO, permitieron inferir válidamente y de manera razonable a la Fiscalía General de la Nación a través de esta Delegada 27 Seccional, la probable coparticipación en estos comportamientos al margen de la ley, de los ciudadanos PLC y LHJO, y por tanto, el 11 de marzo de 2015 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, les elevó cargos por las conductas punibles de FRAUDE PROCESAL, previsto en el artículo 453 del Código Penal, FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO establecido en canon 289 de la misma obra, y ESTAFA consagrado en el apartado 246 del mismo estatuto; con las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 9 y 10 del artículo 58 ibídem, esto es, por la posición distinguida de los imputados y por haber obrado en coparticipación criminal; todo ello en CONCURSO HETEROGÉNEO DE CONDUCTAS PUNIBLES, de acuerdo con lo normado en el artículo 31 del Código Penal. Estos cargos no fueron aceptados por PLC, único imputado presente en el acto público, dado que LHJO fue declarado en CONTUMACIA, dada su no presencia a pesar de haber sido notificado legalmente.

Así las cosas, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, ACUSA a los ciudadanos PLC y LHJO, en calidad de coautores de las conductas punibles de FRAUDE PROCESAL (art. 453 C.P.), FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO (art. 289 C.P.) y ESTAFA (art. 246 C.P.), con las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 9 y 10 del artículo 58 ibídem, esto es, por la posición distinguida de los imputados y por haber obrado en coparticipación criminal; todo ello en CONCURSO HETEROGÉNEO DE CONDUCTAS PUNIBLES, de acuerdo con lo normado en el artículo 31 del Código Penal.
Así las cosas, se solicita a la señora juez de conocimiento, se sirva señalar fecha y hora para celebrar audiencia de FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN, de conformidad con lo establecido en el artículo 336 y ss. del Código de Procedimiento Penal.”

2.2 El 11 de marzo de 2015 se llevó a cabo la audiencia preliminar de formulación de imputación. En dicho acto el delegado de la FGN le comunicó cargos al señor LHJO (en contumacia) y PLC como coautores a título de dolo del concurso de conductas punibles de Fraude procesal (art. 453 CP), falsedad en documento privado (art. 289 CP) y estafa previsto en el artículo 246 del CP. Con las circunstancias de mayor punibilidad de los numerales 9 y 10 del artículo 58 CP. El procesado PLC no aceptó los cargos (fl. 9).

2.3 El Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia asumió el conocimiento de las diligencias (fl. 10). El 9 de octubre de 2015 se celebró audiencia de formulación de acusación (fls. 25-27). La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 8 de marzo de 2016 (fls. 43-46). El juicio oral tuvo lugar en sesiones del 24 de mayo de 2016 (fls. 49-50), del 25 de mayo de 2016 (fl. 66), 3 de agosto de 2016 (fl. 288-292) y 5 de septiembre de 2016 (fls. 294-296), al cabo del cual se anunció el sentido del fallo de carácter absolutorio. La sentencia se profirió el 27 de septiembre de 2016 (fls. 299-318).
2.4 El apoderado de la víctima y el delegado de la FGN apelaron la sentencia de primera instancia (fls. 321-328).
2.5 Los no recurrentes se pronunciaron frente al recurso interpuesto (fls. 330-349).

3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO
LHJO, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 17.027.544 expedida en Bogotá D.C., nació el 10 de mayo de 1940 en Pereira, ocupación abogado. 

PLC, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 10.006.241 expedida en Pereira, nació en Santa Rosa de Cabal el 18 de marzo de 1978, ocupación contador público. 
4. SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA

4.1 El juez de primer grado profirió sentencia absolutoria en favor de LHJO y PLC, con base en la siguiente argumentación que se sintetiza así: 
· Se demostró que existió un traspaso irregular del 50 % que tenía el señor Gustavo Martínez Zuleta sobre el vehículo de placas WMB -039, ya que dentro de la carpeta aportada al proceso aparecía copia de su cedula de ciudadanía No. 10.090.994 con información que no correspondía al documento original en lo relativo a su firma, estatura, RH sanguíneo y sitio de expedición.

· Igualmente se comprobó que la cédula que fue usada como plantilla para suplantar al occiso correspondía a Yeison Ernesto Alzate Acevedo, con el cupo numérico 10.050.828 y que con el estudio dactiloscópico efectuado sobre la tarjeta de preparación de la CC. 10.090.994 que fue asignada al señor Martínez, se acreditó que ni las huellas ni las firmas impresas en el documento de traspaso del citado automotor correspondían al citado ciudadano. Por lo tanto se probó que ese documento fue falsificado, lo que configuraba las conducta de falsedad en documento privado, de fraude procesal por haberse inducido en error a los funcionarios de la Oficina de Tránsito de La Virginia para realizar el registro de la transferencia de esa buseta y de estafa ya que al inscribirse ese acto se obtuvo un provecho ilícito en beneficio de terceros, pues los actos denunciados dieron lugar a que la titularidad del vehículo pasara de forma ilícita al señor LHJO, mediante un acto realizado con posterioridad a la muerte de Gustavo de J. Martínez Zuleta. 
· Con base en lo dispuesto en el artículo 29 del CP y citas de doctrina y jurisprudencia pertinente sobre los conceptos de autoría y coautoría, el A quo consideró que la prueba practicada en el proceso y en particular los dictámenes grafológicos ingresados y el concepto de los investigadores Guillermo Henao Serna, y Edgar Alfonso Santa que fueron presentados como pruebas de la FGN, al igual que el estudio del señor José Oscar Tamayo perito que presentó la defensa del señor LHJO, demostraban que las grafías colocadas como si fueran del señor Martínez Zuleta, no correspondían a los signos gráficos de los acusados PLC y LHJO, y que la cédula con la que se suplantó al señor Martínez en el acto de traspaso pertenecía a Yeison Ernesto Alzate Acevedo con cupo numérico 100540828, persona que no se pudo ubicar ni individualizar.

· En consecuencia no se probó que los procesados fueran coautores inmediatos de esos ilícitos, ni que se presentara un evento de autoría mediata, ya que la persona que suplantó a Gustavo de J. Martínez Zuleta para colocar su firma y huella debía tener conocimiento de su actuación delictiva por lo cual no actuó como un simple instrumento, máxime si del examen del documento de traspaso se deduce que esa persona conocía las grafías del señor Martínez y trató de imitarla por lo cual fue el autor de la conducta de falsedad en documento privado, fuera de que no se comprobó que hubiera sido usado como instrumento por los procesados.

· La FGN no probó que los procesados fueran coautores de las conductas investigadas ya que no se cumplían los requisitos para atribuirles esa forma de participación en el ilícito, ya que: i) las firmas de los señores PLC y LHJO, que aparecían en el documento de traspaso del vehículo eran válidas; ii) no se probó que hubieran acordado colocar la firma espuria del señor Martínez Zuleta en ese documento, ya que del testimonio entregado por la tramitadora María Idárraga Tabares, de la firma “Tramites Tabares”, se deducía que los señores PLC y LHJO fueron a firmar los documentos de traspaso en días diversos y nunca presentaron a otra persona como si se tratara del señor Gustavo; ii) no se probó que entre estos hubiera existido una división funcional de la labor delictiva, ni cuál fue su aporte al hecho; iii) la gestora Idárraga afirmó que creía que la documentación para hacer el traspaso la había recibido completa ya que de no haber sido así lo más seguro es que fuera devuelta por la Oficina de Tránsito de la Virginia adonde la remitió en un sobre cerrado; ìv) por su parte Néstor Daniel Tabares, quien se desempeñaba como tramitador ante la Oficina de Tránsito de La Virginia, dijo que no conocía a los procesados, que no había recibido ninguna orden para que se suplantara al señor Martínez Zuleta y que se limitó a entregar los documentos ante esa dependencia; v) nunca se pudo ubicar a Yeison Ernesto Alzate Acevedo, quien era el tercero con cuya cédula se hizo la suplantación del señor Gustavo de J. Martínez para interrogarlo sobre si conocía a los procesados o a algún tramitador que recibiera órdenes de los acusados a través de la agencia “Tramites Tabares” para que realizara ese fraude, fuera de que la cédula con cuyo cupo numérico se hizo el fraude fue expedida en La Virginia lo que implica que la defraudación fue realizada en ese municipio y no en Pereira, donde residían los procesados que era el mismo lugar de ubicación de la oficina de trámites; vi) la carpeta que contenía los documentos de la buseta fue manipulada y fotocopiada en La Virginia antes de que se iniciara la investigación, sin que mediara ninguna orden para ingresar a las dependencias de la Oficina de Tránsito de esa localidad; vii) no se pudo establecer que existiera algún nexo de causalidad entre determinador y determinado, que permitiera concluir que el autor material (que era desconocido), fue inducido por los procesados para cometer la conducta fraudulenta.

· A su vez el hecho de que el procesado LHJO figurara como beneficiario del 50% de la buseta, es decir, del porcentaje que le correspondía al señor Martínez, no constituía razón suficiente para ubicarlo como autor de la conducta, ya que no estaría fundamentada en un criterio objetivo material sobre las acciones atribuidas a los procesados, derivadas de actos como llamadas, mensajes, órdenes, presencia, pago de dineros, testigos, documentos, rastros o huellas, que permitieran enlazar al ordenador de la conducta con el ejecutor de la misma, sino en un concepto de “subjetividad moral”, en razón del reproche que generaba el traspaso espurio del rodante. 
· La dificultad probatoria de la autoría derivada de la subjetividad es palpable porque en el caso del señor PLC, su obligación era traspasar el 50% de la buseta, y así lo hizo. De manera que no se observa por qué motivo se iba a inmiscuir en las conductas investigadas, si el problema de la falta de traspaso del otro 50% solo le concernía al acusado LHJO.
· A su vez, no quedan claras las razones por las cuales el señor LHJO fuera a involucrarse en los hechos investigados, si lo primero que le correspondía era obtener su 50% del vehículo de manos de PLC y luego por ser el poseedor del automotor, tener el contrato de compraventa de la buseta desde 2008, al igual que los recibos de pago de ese vehículo y haberlo recibido desde el año 2008 de manos de Gustavo Martínez Zuleta quien lo reconocía como nuevo dueño, fácilmente podía oponerse a cualquier reclamación legal que le hicieran los herederos del causante. 
· En consecuencia no era de recibo el argumento esgrimido por el delegado de la FGN y el apoderado de las víctimas, relacionado con el móvil del delito, para inferir la participación de los procesados aduciendo su interés de querer apropiarse de un bien perteneciente a los herederos del causante Martínez Zuleta, ya que se demostró en el juicio con las facturas y recibos de pago que se ingresaron, que el valor de la buseta lo había cancelado inicialmente PLC, quien dio la cuota inicial por $20.000.000 y luego pagó 16 cuotas adicionales aproximadas de $2.400.000 cada una por ese vehículo y los pagos subsiguientes fueron hechos por PLC, quien canceló 30 cuotas aproximadas de $2.570.000 para un total de $104.000.000 que fue lo que finalmente les costó el rodante, lo cual sucedió porque desde el año 2007 el señor Martínez se enfermó gravemente de los riñones y finalmente terminó sus días sometido a procedimientos de diálisis, lo que le impidió asumir los compromisos de pago de la parte que le correspondía asumir para pagar el valor del automotor, carga que fue asumida por PLC, quien tuvo que venderla a PLCán LHJO para no perderlo, situación que fue conocida por el ciudadano Martínez Zuleta desde el 2008, lo que demuestra que en este caso los herederos del señor Martínez, no tenían ningún interés legítimo para reclamar su adquisición por vía herencial de bienes del citado causante relacionados con ese automotor.

· Por ello en el caso en estudio no se satisfacían plenamente los presupuestos contenidos en el artículo 381 del CPP para emitir una sentencia de condena, pues no se contaba con prueba que indicara con el suficiente grado de certeza que los procesados fueran los coautores de las conductas de fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa, por las que fueron acusados, ya que no se pudo demostrar que hubieran suplantado la firma y huella del causante aludido para hacer el traspaso mencionado, fuera de que no había ningún patrimonio sobre el cual pudieran apropiarse porque los señores PLC y LHJO realmente eran los verdaderos dueños de la buseta, así un porcentaje de esta apareciera a nombre del causante. 
· Al no existir suficientes elementos de juicio sobre la autoría del hecho punible para tomar una decisión de fondo, con las debidas garantías legales sobre la responsabilidad de los procesados por los delitos objeto de acusación, lo procedente era dictar una sentencia absolutoria en favor de los acusados, en aplicación del principio de presunción de inocencia.

5. SOBRE LOS RECURSOS PROPUESTOS
5.1 APODERADO DE VÍCTIMAS (Recurrente)

(Sinopsis) 

· Con la documentación ingresada al juicio se probó que Gustavo de Jesús Martínez Zuleta y PLC, adquirieron en compañía y por partes iguales el automotor objeto del traspaso, que fue afiliado a “Flota Occidental” el día 15 de septiembre del 2006, y que el señor Martínez Zuleta falleció por causas naturales el día 28 de marzo de 2012, hecho acreditado con el certificado de defunción cuyo indicativo serial es 07070923 de la Notaria Quinta del Círculo de Pereira.
· Igualmente se probó que el 28 de septiembre del 2012, seis meses después de muerto el copropietario Martínez, se realizó el traspaso del automotor a LHJO, en un acto en el cual se dijo que el difunto estaba en el exterior cuando su fallecimiento era conocido por PLC .
· Los procesados realizaron una compraventa por medio de la cual PLC le vendió a PLCán LHJO la totalidad del automotor a sabiendas de que el 50% pertenecía al occiso Martínez Marulanda y para llevar a cabo el levantamiento de la prenda que pesaba sobre bien y el subsiguiente traspaso se falsificó la cedula de ciudadanía del señor Martínez, usando un documento de identidad que le pertenecía a Yeison Ernesto Alzate Acevedo, lo que se acreditó con la prueba pericial introducida al proceso.
· Con una prueba de la defensa como el testimonio de la señora Lina Idárraga Tabares, quien se encargó de colaborar en los trámites del traspaso del vehículo, se comprobó que PLC, fue quien llevó personalmente a su oficina de trámites la carpeta con los documentos para el traspaso, los cuales eran falsos, con los cuales se indujo en error la administración pública al realizar ese acto.
· Los procesados incurrieron en las conductas punibles descritas en el escrito de acusación en calidad de coautores y determinadores, siendo evidente su interés en engañar a la administración púbica, lo que lograron al realizar el traspaso del automotor usando una documentación evidentemente falsa lo que configuró el delito de fraude procesal porque se indujo en error a unos servidores públicos con esa conducta.

· Se probó la existencia del delito de falsedad en documento privado ya que se usó una cédula de ciudadanía alterada para engañar a un servidor público, ya que el uso del documento falso, incluso si no se concurre a la falsificación, que bien puede ser realizada por un tercero, es punible según el artículo 291 CP, al igual que la falsedad ideológica consignando hechos con contenido falso fuera de que esta misma norma sanciona el uso del documento falso con una causal de agravación cuando recae sobre medios motorizados. Los anteriores delitos concurren con el tipo de estafa agravada porque se indujo en error a los sucesores de Gustavo Martínez y comprenden las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 9 y 10 del art. 58 del CP, por razón de la coparticipación criminal y por la distinguida posición social y económica de los procesados.
· Las conductas investigadas necesariamente tuvieron que haber sido cometidas por los dos procesados PLC y PLC, quienes eran los únicos interesados en que el traspaso fraudulento tuviera buen suceso.
· Con esas conductas el señor PLC incrementó su patrimonio en lo equivalente al 50% del valor de la buseta para lo cual se aprovechó del fallecimiento del señor Gustavo de J Martínez, quien era el copropietario del bien, estando acreditado que intervino en esa transacción luego del deceso de este y que actuó de mala fe, lo que trató de justificar presentando unas cuentas amañadas sobre la administración de ese automotor.

· Por su parte el señor PLC en su calidad de comprador del vehículo por ser un abogado experimentado y  haber hecho una cuantiosa inversión, por lo menos debió haber examinado los documentos del vehículo que adquirió para advertir que ese bien le pertenecía a dos personas por lo cual no resultan plausibles sus explicaciones para mostrarse ajeno a los hechos investigados. 
· La tramitadora Idárraga Tabares dijo en el juicio que el señor LHJO le entregó los documentos falsos y de ello se infiere que esos documentos fueron llevados al tránsito y al RUNT por orden o a la orden del vendedor y el comprador, y lo que interesa entonces en saber quiénes tenían la potestad jurídica y a quienes les convenía hacer valerlos ante la Oficina de Tránsito de la Virginia, por lo cual no es de recibo el argumento de que la defraudación fue cometida por unos tramitadores, ya que estos intermediarios no tenían ningún interés en ese negocio y se limitaban a llevar a esa dependencia los documentos que les fueron remitidos, de lo cual se deduce que los acusados no querían dejar rastros de su intervención en los hechos y por eso usaron a un tercero para que estampara la firma como si fuera la del señor Martínez.
· Los dos acusados aceptaron en forma expresa y libre que el vehículo se encontraba a paz y salvo por todo concepto, e igualmente declararon bajo la gravedad del juramento que la información contenida en los documentos anexos al contrato de compraventa y solicitud de traspaso era veraz y auténtica, lo que constituye una aceptación expresa de su responsabilidad penal. 
· Los procesados usaron a su favor los documentos fraudulentos en su beneficio y quedó establecido que el vendedor y comprador fueron quienes manejaron todo el proceso, dieron las órdenes y llevaron a cabo el traspaso de la buseta valiéndose de terceros. 
· Al estar probada la existencia de los ilícitos investigados, se entiende que los únicos responsables por su comisión eran los acusados PLC y LHJO, sin embargo en el fallo recurrido no se hizo ningún análisis serio de la prueba "indiciaria", pese a que en el expediente aparecían diversas evidencias como la cédula falsa del señor Martínez Zuleta, el espurio traspaso del RUNT, la afirmación de que el ciudadano Martínez estaba en el exterior cuando realmente había fallecido, la prueba que se aportó en el sentido de que su huella y su firma colocadas en el documento de traspaso eran espuria, la presentación de cuentas amañadas sobre el producido de la buseta enajenada y las contradicciones en las versiones de los acusados, lo que lleva a concluir que el hecho de que ellos no hubieran colocado directamente la firma y la huella fraudulentas no constituye argumento suficiente para absolverlos, ya pudieron darle la orden a un tercero para que realizara ese acto, por lo cual debieron ser sentenciados como coautores o determinadores de las conductas investigadas, ya que eran los únicos a quienes les convenía hacer el traspaso del vehículo en los términos antes mencionados, con lo cual además de la administración de justicia y la fe pública se afectó el patrimonio de las víctimas, por lo cual pide que se revoque la sentencia de primera instancia y se dicte un fallo de condena por los delitos por los que fueron acusados.
5.2 DELEGADA FGN (Recurrente)

(Sinopsis) 

· El problema jurídico que se planteó en el juicio oral, consistió en determinar si con el contrato de compraventa suscrito entre los acusados, respecto del vehículo buseta de placas WMB-039, se presentaron los delitos de fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa.

· Se probó que ese vehículo fue adquirido en el año 2006 por mutuo acuerdo entre los señores Gustavo de Jesús Martínez Zuleta y PLC, dado que al primero de los mencionados le fue cedido un cupo para una buseta y en virtud de tal situación, el primero, que era amigo de PLC desde años atrás, le propuso comprarla en compañía, propuesta que fue aceptada. La cuota inicial fue aportada por el señor PLC, pero como quedó establecido con los testimonios del denunciante y su progenitora, en los meses subsiguientes don Gustavo le pagó a PLC su parte que ascendía a $10.000.000. 
· Igualmente se demostró que por tratarse de un automotor nuevo, se pagaría el saldo de la deuda con su producido por ser un vehículo de servicio público, lo cual es normal ya que en el giro normal de estos negocios suele suceder que con el producido del vehículo se cancelen las cuotas que se adeudan, máxime si en este caso se trataba de un automotor nuevo cuya explotación debía generar los recursos económicos suficientes para cancelar su valor, como lo enseñan las reglas de la experiencia.
· La FGN acreditó que la administración inicial de la buseta corrió por cuenta del señor Gustavo Martínez Zuleta y que la ejerció entre los meses de diciembre de 2006 a mayo 19 de 2007, pero que luego empezó a sufrir una grave enfermedad, por lo cual se la entregó a PLC, quien a partir de dicha fecha se encargó del automotor, sin que con posterioridad a esa fecha el señor Gustavo hubiera tenido la posibilidad de estar atento a los pormenores de su administración, al punto que no recibió dinero alguno del producido del vehículo.
· En el juicio se probó lo siguiente: i) que los señores PLC y Martínez eran copropietarios de la buseta; ii) que ese vehículo fue vendido realizando maniobras fraudulentas; iii) que esos actos fueron idóneos para engañar a una entidad del Estado a través de una actuación de carácter administrativo; iv) que para lograr el propósito buscado se utilizaron documentos falsos; y v) que con esas conductas se defraudó el patrimonio económico de los legítimos herederos del señor Martínez quien era el copropietario del vehículo de servicio público.
· Se demostró que la venta del automotor la hizo PLC presentándose como único propietario de la buseta y que estuvo antecedida de un fraude, pues si un bien tiene dos dueños, ellos deben acordar la venta del mismo lo que no sucedió, máxime si para la fecha de la primera transacción que se hizo en el año 2008, Gustavo Martínez aún vivía y habría tenido que participar de ese negocio. Lo anterior se probó con el contrato suscrito entre los acusados PLC y LHJO, lo que permitió acreditar que este fue el primer paso que permitió a los acusados obtener el propósito perseguido.

· Los denunciados que eran personas que gozaban de suficiente solvencia intelectual y social, actuaron de manera dolosa ya que el señor PLC pese a saber que no era el propietario de la totalidad de la buseta la vendió sin contar con la anuencia del condueño, al tiempo que el abogado LHJO de manera extraña no verificó la tradición del vehículo, pese a ser un avezado comerciante, y aunque es probable que el citado ciudadano hubiera cancelado las cuotas que se adeudaban de la buseta, lo real es que se incurrió en conductas delictivas en la compraventa del bien, que luego continuaron cuando los acusados tomaron la decisión de transferir su propiedad de manera definitiva ante una oficina de tránsito, para lo cual se usaron medios fraudulentos, ya que con los documentos existentes en la carpeta del historial del vehículo que fue obtenida de manera legítima por la FGN, se logró establecer no solamente la existencia del contrato de compraventa del año 2008 ya aludido, sino otros EMP, como una cédula que fue aportada al momento de solicitar a la oficina de tránsito de La Virginia el traspaso del vehículo, documento que no correspondía a la persona que allí aparecía.

· Con las labores efectuadas por el investigador Guillermo Henao Serna se pudo establecer que la cédula que fue usada para hacer el traspaso del vehículo correspondía al cupo numérico 10.050.828 expedida al ciudadano Yeison Ernesto Alzate Acevedo, lo que demuestra la utilización de otro medio para engañar a la autoridad de tránsito y en los documentos respectivos se observa que se plasmaron las firmas y las huellas de los acusados y que se falsificó la huella y la rúbrica del señor Gustavo de J. Martínez, quien fue suplantado por una tercera persona, ya que había fallecido el 28 de marzo de 2012 y ese acto se protocolizó 6 meses después o sea el 6 de septiembre de ese año, fuera de que se realizó otro trámite irregular al registrar en el RUNT al señor Martínez, lo cual era un requisito indispensable para esta gestión, lo que se logró diciendo que se encontraba fuera del país.

· Esas maniobras fraudulentas tuvieron la capacidad de engañar a una entidad estatal como es la Secretaría de tránsito y transportes de La Virginia, cuyo director dijo que habían recibido esa documentación aplicando el principio de la buena fe, explicando que sus funcionarios revisaban que se aportara la totalidad de la documentación requerida, pero no estaban en capacidad de determinar si la firma o huella plasmada en un documento correspondía a su titular.

· Como el vehículo debió ingresar a la masa herencial del causante Martínez, se generó un detrimento patrimonial para sus herederos que tuvo como factor preponderante el engaño, de donde deviene la estructuración del delito de estafa.

· La conducta de fraude procesal se consumó con el registro de la transacción fraudulenta ante una entidad estatal como la Secretaría de Tránsito y Transporte de La Virginia, cuyos funcionarios fueron inducidos en error por la falsedad de los documentos apócrifos aportados, con lo que se propició la expedición de un acto administrativo contrario a la ley, lo que afectó el bien jurídico de la administración de justicia.
· La falsedad en documento privado exige unos requisitos para se pueda tipificar como delito, así: i) que el documento pueda servir de prueba; y ii) que el documento sea utilizado como prueba, lo cual se acreditó, no sólo por la creación de un documento falso de carácter privado, sino por su uso.
· Los anteriores argumentos demuestran la existencia de los delitos de fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa, atribuidos a los acusados quienes eran los interesados en que se registrara ese acto jurídico y además incurrieron en claras contradicciones, ya que cuando se les preguntó si ambos habían acudido a la empresa que efectuaba los trámites de tránsito, uno de ellos dijo que sí, mientras que el otro lo negó, para lo cual se debe tener en cuenta que el señor LHJO dijo que había sido llamado a esa agencia simplemente para que firmara unos documentos, mientras que la gestora de tránsito Idárraga Tabares, afirmó que conocía a los dos incriminados porque eran clientes de su oficina y habían utilizado sus servicios varias veces, manifestando que PLC fue quien indagó inicialmente sobre los trámites correspondientes, para después realizarlos personalmente, sin pasar por alto tampoco que fue la persona que canceló los valores respectivos, y que luego los señores PLC y LHJO acudieron a su oficina de trámites, infiriéndose que eran los únicos que estaban al tanto de todas las gestiones que se requerían para culminar un traspaso de vehículo, lo cual daba a entender que eran  responsables de los delitos por los que fueron acusados, lo que aunado a otras inconsistencias en sus declaraciones indica que de manera concertada urdieron toda esa actividad que estaba dirigida a lograr el traspaso del automotor.

· El hecho de que la prueba pericial aportada por la FGN y la defensa sea convergente en que la firma y huella espuria que se hizo pasar como de Antonio de J. Martínez, no coincidía con las grafías ni la huella de los acusados, no puede obrar en su favor, pues se entiende que por tratarse de personas con un alto grado de capacidad intelectual, no iban a incurrir en el craso error de haber estampado de su puño y letra esos signos gráficos, lo que se habría descubierto por vía de un dictamen pericial si alguno de ellos hubiera realizado la firma o hubiese impreso su huella dactilar y la única forma de que los documentos falsos aparecieran en la carpeta del vehículo objeto del traspaso fue porque se materializó su intención manifiesta y lógica de llevar a buen término la compra venta del vehículo, para lo cual determinaron a un tercero a efectos de colocar su firma y su impresión dactilar en ese documento de traspaso
· Resulta intrascendente que la administración del automotor hubiera estado en un momento determinado en manos de los acusados, o que hubieran corrido con los gastos que demandaba el vehículo, ya que lo esencial es que la buseta en mención no podía ser enajenada en las condiciones en las que se hizo, ya que para haber transferido la cuota del bien en vida del señor Martínez se requería su consentimiento y luego de haber fallecido era necesario que lo hicieran sus herederos.
· Pese a que el A quo consideró que se había probado la tipicidad y la antijuridicidad de las conductas investigadas, su análisis fue equivocado en lo relativo a la culpabilidad, al basarse en el hecho de que los dictámenes grafológicos excluían a los procesados como autores materiales del punible de falsedad en documento privado ya que según estos estudios ninguno de los acusados plasmó su impresión dactilar o realizó la firma del señor Gustavo Martínez en esos documentos, en los espacios establecidos para la firma y huella del fallecido, concepto que no comparte porque en su opinión los procesados necesariamente se tuvieron que poner de acuerdo para obtener el fin propuesto que era lograr el traspaso del bien ya que PLC en la compraventa que hizo en el año 2008, enajenó la totalidad de la buseta de la cual solo detentaba el 50%, pasando por alto el porcentaje restante que estaba en cabeza de Gustavo de Jesús Martínez Zuleta. 
· El hecho que los gastos que genera una buseta hayan sido asumidos por los encartados, no desvirtuaba que se hizo de manera irregular el traspaso del mismo, para lo cual se debió tener en cuenta que según el denunciante y la esposa del fallecido, no es cierto que toda la cuota inicial del automotor la hubiera pagado el señor PLC, puesto que Gustavo Martínez no solo aportó como inversión inicial el valor del cupo del automotor, correspondiente a $25.000.000, sino que también pagó la suma de $10.000.000 que le correspondía para cubrir la cuota inicial del rodante, lo que explica porque aparecía registrado como copropietario del vehículo.

· En consecuencia la única respuesta posible es que PLC y PLC determinaron a una tercera persona para que plasmara esas huellas y firmas en los documentos de traspaso del automotor, con el fin de poder hacer esa gestión, ya que ambos procesados sabían que hacía falta la firma del señor Martínez para que se inscribiera el acto de traspaso y no existía ninguna otra persona que estuviera interesada en esa transacción.
· Resulta obvio suponer que los implicados no se iban a presentar con la persona que ellos determinaron para que colocara la firma y la huella pues se pondrían en evidencia, y que tampoco iban a dejar pruebas de su actuación que permitieran probar más fácilmente su compromiso con esos actos delictivos.

· Lo que se probó en el proceso es que PLC no estaba facultado para enajenar la totalidad de la buseta de placas WMB039, y que LHJO tuvo conocimiento de esa actuación irregular por lo cual no les quedaba otro camino que hacer incurrir en error a los funcionarios de la oficina de tránsito de La Virginia, aportando documentos falsos a través de un tercero al historial de ese automotor para hacer efectivo su traspaso.

Por lo tanto pide que se revoque el fallo de primera instancia y se condene a los procesados por los delitos por los cuales fueron acusados

5.3 DEFENSORA DE LHJO (No Recurrente)

(Sinopsis) 

· Al examinar la prueba practicada en el proceso se advierte que no se demostró que al señor Gustavo Martínez Marulanda le hubieran regalado un cupo en la empresa Flota Occidental, ni que hubiera invertido $10.000.000 para la compra del citado vehículo.

· Con base en lo expuesto por la testigo Lina Idárraga Tabares, se deduce que es falso lo manifestado por los recurrentes en el sentido de que PLC hubiera llevado a su oficina el documento falsificado, pues lo que afirmó la señora Idárraga fue que al abogado LHJO se le hizo una relación de los documentos que se requerían para realizar el traspaso, que él se los entregó, canceló lo que le exigían, y llevó esta documentación al establecimiento de comercio Trámites Tabares, sin que la citada testigo recordara otros pormenores por el paso del tiempo y por recibir cerca de diez solicitudes diarias para realizar traspasos.

· El tramitador del municipio de la Virginia, Néstor Daniel Montoya Ríos, dijo que había recibido una autorización de los acusados para efectuar el trámite de traspaso, pero no para que lo hiciera en lo concerniente al porcentaje del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, recibiendo esos documentos en un sobre cerrado, como lo dijo la gerente de “Trámites Tabares” al relatar de manera precisa que fue lo que incluyó en el sobre enviado a La Virginia al señor Montoya Ríos, quien habitualmente adelantaba gestiones de tránsito para esa agencia.
· En el dictamen que rindió el grafólogo José Óscar Tamayo Rivera se afirma que la persona que suplantó la firma, conocía la grafía, la firma y demás datos de Martínez Zuleta padre del denunciante Jhon Alejandro Martínez Franco, quien era funcionario de la Secretaría de Tránsito, oficina en la que aparecieron las anomalías del RUNT. El mismo perito certificó que la rúbrica que aparece en el formulario de traspaso no correspondía a los rasgos de los manuscritos de los señores LHJO y PLC, lo que descarta que estos hubieran colocado la firma que se hizo pasar como del señor Martínez.

· El apoderado de las víctimas afirmó que no tenía mayor relevancia el hecho de que no se hubiera demostrado que los denunciados hubieran sido los dos autores materiales de la falsedad de la firma y huella del señor Martínez, porque lo que importaba es que los acusados usaron ese documento en su beneficio. Sin embargo la única persona que usó el traspaso parcialmente falso en su favor fue el denunciante Luis Alejandro Martínez, hijo del señor Gustavo Martínez Marulanda quien está reclamando por ese hecho más $200.000.000.oo, embargando dos propiedades para tal objetivo, con lo cual a la postre sería favorecido, ya que tanto al señor LHJO como el señor PLC les tocó colocar dinero de su bolsillo para terminar de pagar el automotor.

· Se probó que la cédula falsificada con la cual se hizo el traspaso que era la No. 10.050.828 expedida en La Virginia - Risaralda, le pertenecía a Yeison Ernesto Alzate Acevedo, quien no fue vinculado al proceso por parte de la FGN ni fue llamado a entregar alguna declaración para explicar la razón por la cual apareció en la carpeta de la buseta la fotocopia de su cédula.

· El denunciante, quien es funcionario de la Secretaría de Tránsito de Pereira, tuvo acceso de manera irregular a la carpeta original del automotor con la colaboración de un tercero que no identificó, carpeta que salió de su lugar de origen y al parecer fue devuelta sin un documento original, desconociéndose hasta el momento donde se encuentra ese documento, lo que fue tenido en cuenta por el juez de primer grado que considero que esa documentación fue manipulada y fotocopiada antes de la investigación, sin que mediara orden de registro ni autorización administrativa o judicial competente para expedir sus copias.

· La carpeta original con los documentos del vehículo desapareció después de que en la audiencia preparatoria se anunciara que el perito grafólogo de la defensa efectuaría su dictamen pericial sobre los documentos que contenía. Por tal hecho la FGN y la Secretaria de Tránsito de La Virginia se acusaron de manera recíproca, sin que se hubiera esclarecido lo que sucedió con esa carpeta.
· Con las pruebas practicadas en el juicio no se pudo probar la responsabilidad del señor PLC en los hechos investigados, quien está amparado por la garantía de presunción de inocencia, por lo cual pide que se confirme la decisión protestada.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problemas jurídicos

6.2. Teniendo en cuenta la argumentación de los censores, la Sala se ocupará de decidir si con las pruebas practicadas en el juicio oral, la FGN logró demostrar la responsabilidad de los procesados… PLC y… LHJO por el concurso de conductas punibles por las cuales fueron convocados a juicio.

6.3 SOBRE LA SENTENCIA ABSOLUTORIA POR LOS DELITOS DE FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO Y FRAUDE PROCESAL.

6.3.1 Inicialmente hay que manifestar que no se suscita ninguna discusión sobre la existencia de dos de las conductas mencionadas en el escrito de acusación, ya que con las pruebas efectuadas en la vista pública, que no fueron controvertidas en esa fase procesal se demostró que el día 28 de septiembre de 2012 se registró en la Oficina de Tránsito del municipio de La Virginia el traspaso de la propiedad del automotor de placas WMB-039, acto en el cual figuraban como vendedores el acusado PLC y el señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta y como comprador el otro coacusado LHJO, sin que a ese acto hubiera comparecido el señor Martínez Zuleta, lo cual era imposible toda vez que había fallecido meses antes de que se hiciera esa negociación, según el registro civil anexado que indica que su deceso se produjo el 28 de marzo de 2012
, con base en lo cual su hijo Jhon Alejandro Martínez Franco formuló la denuncia respectiva donde explicó el procedimiento que se siguió para registrar esa negociación.
  

6.3.2 Igualmente no es objeto de discusión que para adelantar ese trámite se utilizaron documentos espurios tales como una cédula de ciudadanía a efectos de suplantar al señor Martínez y que en el documento de traspaso se colocó una firma y una huella como si fuera la suya, situaciones que aparecen comprobadas con la prueba documental incorporada por la FGN incluida en las evidencias 1 a 5, sobre las cuales hay que manifestar lo siguiente: i) en el certificado de tradición del vehículo de placas WMB 039 del 4 de mayo de 2012 de la Secretaría de Tránsito de La Virginia consta que los propietarios del vehículo eran los señores PLC y Gustavo de J. Martínez Zuleta (sin indicar porcentajes) (fl. 54), lo que igualmente aparece consignado en la tarjeta de propiedad de ese automotor (fl. 56) y en el certificado del RUNT (fl. 57); ii) se anexó copia del contrato de compraventa del citado vehículo (sin fecha) según la cual PLC y Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, le transfirieron al señor LHJO la propiedad de esa buseta por la suma de $55.000.000
 y de un documento de fecha 15 de agosto de 2008 en el cual se hace constar que el acusado PLC actuando como “propietario actual” de la buseta de placas WBM le transfiere el dominio de este bien al señor LHJO, por la suma de $60.0000.000, con la salvedad establecida en la cláusula 6ª de ese documento en el siguiente sentido: Saneamiento. “Determina y establece el señor PLC que saldrá al saneamiento por vicios redhibitorios, titularidad del derecho de propiedad sobre el vehículo automotor (buseta) y quien se opondrá contra cualquier tercero que pretenda ejercer o ejecutar cualquier derecho, sea este el de propiedad, posesión o tenencia sobre este vehículo al señor LHJO” (Subrayas ex texto) (Fl. 79-80)

6.4 Ya en lo que atañe a las conductas contra la fe pública y el patrimonio económico, con el perito Guillermo Henao Serna se introdujo la documentación correspondiente al traspaso de la buseta en mención 
donde aparece el formulario de registro de trámites 3003142 en el cual se menciona como propietarios de ese vehículo a PCL CC 10.006 241 y a Gustavo de J, Martínez Zuleta CC. 10.090.994 y como comprador a LHJO, identificado con la C.C. 17.027.544. En la parte anversa de ese documento aparecen dos huellas de los vendedores y una del comprador.
6.4.1 Igualmente se anexaron autorizaciones para realizar esos trámites, firmadas por PLC y LHJO donde ambos mencionan que el vehículo se encuentra a paz y salvo por todo concepto, y que la información que contienen los documentos anexados es veraz
 a las cuales se agregó un documento de identidad como si fuera del señor Gustavo de J. Martínez Zuleta.

6.5 En ese sentido hay que manifestar que en la parte esencial del testimonio rendido por el investigador Guillermo Henao Serna se expuso lo siguiente: i) solicitó a la Oficina de Tránsito del municipio de la Virginia el certificado de tradición y copia auténtica e íntegra de la carpeta correspondiente a la documentación del vehículo tipo buseta de placas WMB 039, incluyendo los relativos al traspaso de ese automotor; ii) cuando hizo la inspección judicial sacó fotocopia íntegra de la carpeta que estaba en original y envió los facsímiles para que hicieran el análisis lofoscopico que fue respondido manifestando que el número CIT6622402A de la impresión dactilar obrante en las fotocopias de los formularios No. 3003141 y 3003142 del Ministerio de Trasporte no se identificaba ninguna de las impresiones dactilares de los dedos de la mano derecha e izquierda del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta quien figuraba como propietario y vendedor del microbús de placas WBM 039; iii) también recibió el informe CIT6622402B donde estableció que la impresión dactilar obrante en las fotocopias de los formularios No. 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte se identifica morfológicamente y topográficamente con el dedo índice de la mano derecha del señor PLC quien figura como propietario, vendedor de microbús de placas WMB 039 y quien se identifica con la cedula de ciudadanía 10.006.249 de Pereira; iv) con el l informe CIT6622402C se estableció que la impresión dactilar obrante en la fotocopia del formulario 3003142 del mismo Ministerio se  identifica morfológicamente y topográficamente con el dedo índice de la mano derecha del señor LHJO quien figura como comprador del microbús de placas WBM 039 y quien se identifica con cedula de ciudadanía No. 17.029.544 de Bogotá; v) la impresión dactilar obrante en los formularios 3003141 y 3003142 a nombre Gustavo de Jesús Martínez Zuleta topográficamente no se identifica ni corresponde con ninguna de las impresiones dactilares de los señores PLC y LHJO; vi) se hizo una verificación con el fin de comprobar la fecha de inscripción ante el RUNT del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta identificado con la cedula de ciudadanía 10.090.994 de Pereira y la consulta en la página web RUNT arrojó que este señor Martínez fue registrado en ese sistema el 28 de septiembre de 2012, lo cual no era posible porque había fallecido el 28 de marzo de 2012, situación que fue reiterada mediante oficio del 2 de abril de 2013 donde informan que no existe registro asociado al documento de identidad 10.090.994 del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, dado que el mismo se efectúo pero bajo el motivo No 3, es decir por el hecho de que ese usuario se encontraba en el exterior; vii) ya que la cedula de ciudadanía del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta reposaba en la carpeta del vehículo de servicio público WMV 039 realizó una consulta en la Registraduría de la Virginia y se concluyó que la cedula 10.050.828 no concuerda con el número de cedula 10.090.994 que aparece en la parte frontal del documento de identidad  perteneciente al señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, es decir con la cedula 10.050.828 se alteró la parte frontal de ese documento, lo que igualmente se hizo al momento de levantar una prenda que pesaba sobre ese vehículo; viii) pudo establecer que el código numérico de la cedula 10.050.828 le pertenecía a Yeison Ernesto Álzate Acevedo y que ese documento fue expedido en La Virginia; ix) pidió la tarjeta decadactilar del señor Álzate Acevedo y con el fin de verificar si las huellas eran similares entre sí solicitó al laboratorio de criminalística de lofoscopia del CTI de Pereira realizar un cotejo dactiloscópico entre las impresiones dactilares obrantes en la tarjeta decadactilar de la cedula de ciudadanía 10.050.828 de esa persona, la fotocopia de la cedula de ciudadanía 10.090.994 a nombre de Gustavo de Jesús Martínez Zuleta y las obrantes en los formularios de solicitud de trámite del registro nacional de automotor No. 3003141 y 3003142 donde realizan traspaso de vehículo de servicio público WVM 039, al igual que el documento donde se realizó la cancelación del gravamen prendario las cuales fueron enviadas a la Dirección de Criminalística del Área del CTI en Bogotá donde requirió el 05 de marzo de 2013 realizar búsquedas de estas en el sistema de la Registraduría Nacional del Estado Civil; xi) luego recibió respuesta a través de un  informe de laboratorio donde se manifestó que no posible  establecer la identidad de la impresión dactilar objeto de estudio ya que la búsqueda técnica de la Registraduría Nacional del Servicio Civil arrojó resultados negativos a la fecha por lo cual no se pudo establecer a quién pertenecía la huella de la persona que suplantó al señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta; xii) los formularios de traspaso que examinó eran originales; xiii) su labor investigativa la realizó hasta el 4 de diciembre de 2013 que entregó el segundo informe; xiv) el mismo 19 de febrero de 2013 hizo la inspección judicial y obtuvo las copias de las carpetas de los originales; no tiene conocimiento sobre los motivos por los cuales no fueron devueltos los originales de dichas carpetas; y xv) los resultados indicaron que no aparecían las huellas dactilares de PLC ni de LHJO.

6.5.1 Por su parte Edgar Alfonso Santa, al sustentar los estudios que elaboró como perito en dactiloscopia expuso lo siguiente: i) realizó sus exámenes con base en el material probatorio que recibió del investigador Guillermo Henao a efectos de realizar unos cotejos dactiloscópicos sobre unas huellas dactilares encontradas en los formularios del Ministerio de Transporte No. 3003141 y 3003142 donde figuraba como propietario del vehículo de placas WMB el señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta para cotejarla con la cedula 10090994 que aparecía en la impresión decadactilar; ii) de acuerdo a los protocolos de la FGN se hizo el cotejo de las impresiones dactilares que figuran en esos documentos con las impresiones dactilares que se observaban en la tarjeta decadactilar de cédula de preparación suministrada por la Registraduría Nacional; iii) esas impresiones eran aptas para hacer el estudio; iv) una vez analizada la impresión que figuraba en los formularios del Ministerio de Transporte a nombre del señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, y al cotejarla con las impresiones decadactilares obrantes en la fotocopia de la tarjeta biográfica de preparación de la cédula de ciudadanía del mismo ciudadano se determinó que morfológicamente correspondía a dos tipos de dactilogramas, pero al analizar cada una de ellas fotográficamente no se encontró coincidencia con la que obra en los formularios del Ministerio de Transporte, ya que la impresión decadactilar del señor Martínez Zuleta era totalmente diferente a la que presentaba la tarjeta biográfica decadactilar; v) al referirse al estudio de otras impresiones dactilares existentes en los formularios del Ministerio de Transporte, donde obraba el señor PLC como propietario vendedor del vehículo de placas WMB 039, pudo determinar que la impresión que existía en los formularios aludidos correspondía al dedo índice de la mano derecha del señor PLC y que este no había colocado ninguna impresión dactilar para hacerse pasar por el señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta; y v) su siguiente informe versó sobre la impresión dactilar que estaba en los formularios aludidos donde figuraba el señor LHJO como comprador del vehículo antes mencionado, para lo cual se realizó el cotejo dactiloscópico de esa impresión con las obrantes en la fotocopia de preparación que aparece en la cedula de ciudadanía del señor JO y determinó que la impresión dactilar que estaba en los formularios del Ministerio de Transporte corresponde al dedo índice de la mano derecha de LHJO y que ninguna de las impresiones dactilares de ese ciudadano fue empleada para hacerla parecer como si fuera de Gustavo de Jesús Martínez Zuleta.

6.5.2 Estos informes fueron complementados con el dictamen rendido por José Oscar Tamayo Rivera, quien compareció como perito presentado por la defensora del señor LHJO quien explicó su concepto así: i) realizó su estudio sobre las copias de la carpeta del vehículo en mención, ya que no pudieron ubicar el original de su documento de traspaso en la Oficina de Tránsito de la Virginia; ii) el objeto de su estudio era verificar la autenticidad de la firma de Gustavo de J. Martínez que aparecía en el formulario de traspaso, la del señor LHJO y la de tercero que no pudo determinar; iii) se refirió a las morfologías de las firmas del señor Martínez y de LHJO y concluyó que la firma que aparecía en el formulario de traspaso no correspondía a ninguno de ellos, ya que esos rasgos escriturales eran de un tercero que no se identificó; iv) la firma que aparece suplantada a nombre del señor Gustavo de Jesús Martínez no corresponde a la de LHJO.

6.6 Como se observa estas pruebas técnicas provenientes tanto de la FGN como de la del señor LJHO, indican dos hechos esenciales: i) que se suplantó la firma y la huella del señor Gustavo de J. Martínez para hacer el traspaso del automotor del cual figuraba como copropietario; y ii) que la firma y la huella colocada en ese documento no fueron impuestas por los acusados PLC y LHJO.

6.6.1 Para ahondar en este punto hay que manifestar que de acuerdo al testimonio entregado por Lina María Idárraga Tabares, quien dijo ser la representante legal de la oficia de trámites de tránsito con sede en esta ciudad, donde se hicieron las gestiones para el traspaso de la buseta: i) PLC y LHJO concurrieron a su agencia para hacer los trámites del mencionado vehículo, lo que ocurrió en el mes de septiembre de 2012; ii) expidió unos certificados solicitados por estos, donde constaba la fecha en que se acercaron a hacer el trámite a la oficina y hay otro atestado donde explica el procedimiento que se hace al momento de recibir el trámite; iii) identificó los certificados que se le pusieron de presente en esa audiencia,   indicando que muchas partes de esos formatos se habían dejado en blanco porque en cada oficina de tránsito tenían una persona que les colaboraba con los trámites dependiendo de cada ciudad; iv) por lo tanto se llenaba la parte de encima de los datos de la persona que firmaba y la verificación de vehículo sobre el que se iba a hacer el trámite, y la persona que estaba en la ventanilla llenaba el resto; v) PLC y LHJO fueron a su agencia para solicitar esa diligencia y ella les dio un listado de los documentos que debían presentar; vi) cuando estuvo completa la documentación el señor LHJO canceló el valor de esos servicios; vii) PLC y LHJO fueron a su agencia en fechas diferentes, el señor LC firmó como vendedor y el señor JO como comprador; viii) precisó  que LHJO fue quien se acercó a su oficina para manifestarles que necesitaba hacer un traspaso de un vehículo y la liquidación de un gravamen prendario para lo cual le entregaron el formulario, el contrato de compraventa y la autorización que debían llenar; ix) diecisiete días después LHJO canceló el valor de la gestión y a partir de ese momento se hizo el traspaso; x) PLC solamente fue a su oficina a firmar el documento de traspaso; xi) para realizar ese tipo de traspasos las oficinas de tránsito exigen el formulario único nacional, el contrato de compraventa, fotocopias de las cedulas de vendedor y comprador, el levantamiento de la prenda, y si es una persona particular debe aportar un paz y salvo, que fueron los documentos que llevó LHJO; xii) cuando se trata de un vehículo que tiene dos propietarios inscritos, el contrato de compraventa y el formulario debe ir firmado por ambos, con las fotocopias de las cedulas y la autorización y  xiii) sin embargo hay oficinas de tránsito que no exigen la autorización de todos, ya que con que uno firme es suficiente porque no puede asistir pero lo hace otra persona en su representación, e incluso pueden presentar la autorización del comprador sin que el vendedor lo autorice.

6.6.2 Por su parte Néstor Daniel Montoya Ríos, que fue el tramitador de La Virginia que recibió los documentos que le remitió la agencia de la señora Idárraga Tabares expuso lo siguiente: i) conocía a PLC y a Gustavo Martínez y PLC hacía 7 años, porque siempre le enviaban la documentación para realizar los trámites en tránsito; ii) en lo relativo a la gestión del traspaso de la buseta recibió un sobre cerrado que contenía los documentos con la firma del vendedor y del comprador, cédula, formulario, traspaso, poder y la documentación de la empresa porque se trataba de un vehículo de servicio público para radicarlos en la oficina de tránsito de esa localidad; iii) verificó que existiera una firma del vendedor y otra firma del comprador, las cuales eran requeridas por esa dependencia para efectuar el traspaso; iv) en primer lugar revisó que la información esté en el RUNT, y que tanto el vendedor y comprador estuvieran inscritos en ese sistema para poder adelantar el trámite; v) en los documentos había una firma de un vendedor y la de un comprador, sin embargo no revisó en el momento cuantos vendedores o cuantos compradores habían, ya que solo examinó la documentación; y vi) no tuvo ningún contacto con las personas que firmaron el documento.

6.7 Con base en esta sinopsis probatoria y en lo relacionado con la conducta de falsedad en documento privado atribuida a los acusados, hay que hacer las siguientes consideraciones:

6.7.1 En el contexto fáctico del escrito de acusación no se hace referencia a ninguna conducta de falsedad derivada del contrato de compraventa celebrado entre PLC y LHJO el 15 de agosto de 2008 sobre la buseta de placas WEB -039
, por lo cual en aplicación del principio de congruencia establecido en artículo 448 del CPP, se entiende que el juez de conocimiento no podía hacer ninguna manifestación sobre ese hecho, por no hacer parte del contexto fáctico de la acusación.

6.7.2 Ahora bien de la narrativa del escrito de acusación
 se desprenden los siguientes hechos jurídicamente relevantes: i) Gustavo de J. Martínez Zuleta y PCL adquirieron el vehículo de placas WMB-039, afiliado a la empresa “Flota Occidental”, el 15 de septiembre de 2006, hecho que se encuentra soportado en la factura de venta 09940 emitida por la empresa Non Plus Ultra, que estaba afiliado a la empresa “Flota Occidental”; ii) se probó que ese automotor era de propiedad común de las personas antes citadas según el certificado de tradición que expidió el Secretario de Tránsito y Movilidad del municipio de La Virginia, el 4 de mayo de 2012; iii) se contaba con prueba de que el señor Gustavo de Jesús Martínez Zuleta falleció el 28 de marzo de 2012, hecho que se acreditó con el Registro Civil de Defunción con el indicativo serial 07070923, emitido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira; iv) cuando los herederos del señor Martínez Zuleta, iniciaron su proceso de sucesión advirtieron que el microbús de placas WMB039 aparecía a nombre de LHJO, lo que se constató con el reporte del RUNT donde se inscribió el traspaso de ese automotor el vehículo el 28 de septiembre de 2012, es decir luego de la muerte del señor Martínez; v) para hacer el traspaso de la cuota del causante sobre ese vehículo se falsificó la firma y la huella para hacerla aparecer como de Gustavo de J. Martínez y para el registro del RUNT se aportó una fotocopia de una cédula de ciudadanía con el cupo numérico de ese ciudadano que estaba alterada, ya que su fotografía no correspondía ni los datos insertados en ese documento que fue anexada la Oficina de Tránsito de La Virginia, donde se registró esa venta fraudulenta, con la cual el señor LHJO aparecía como dueño de la totalidad de ese automotor según el certificado de tradición actualizado a fecha del 8 de enero de 2013; vi) la FGN logró comprobar que para ese traspaso se usó fotocopia de la cédula de ciudadanía con el cupo numérico asignado al fallecido Gustavo de Jesús Martínez Zuleta, esto es el 10.090.994, que contenía información que no le correspondía, como la misma fotografía impresa en el documento, la firma que difiere en cuanto a la plasmada por el legítimo ciudadano en el documento original, su estatura, su RH sanguíneo, la fecha de expedición y se pudo establecer con el código de barras inserto en el documento protocolizado, que la cédula sobre la cual se mutó la información real, correspondía a Yeison Ernesto Alzate Acevedo, y que el cupo numérico asignado es 10.050.828, vii) en la carpeta del automotor que fue transferido a LHJO estaban los formularios de solicitud de trámites del registro nacional automotor números 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte, donde aparecían los nombres como propietario y/o vendedor del vehículo de placas WMB-039, figurando, en la cara posterior de dicho documento, impresiones dactilares contiguas a la firma como PLC que le correspondían a este ciudadano según el estudio lofoscópico realizado; viii) las impresiones dactilares obrantes en la cara posterior de los formularios de solicitud de trámites del registro nacional automotor números 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte, contiguas a la firma de Gustavo de J, Martínez con base en el estudio técnico dactiloscópico sobre su tarjeta biográfica decadactilar de preparación de la cédula de ciudadanía número 10.090.994 expedida por la Registraduría del Estado Civil, no se identificaban con ninguna de las impresiones dactilares del señor Martínez Zuleta obrantes en el documento de la Registraduría, ni con la firma colocada en el documento de traspaso; ix) se comprobó que las firmas y las impresiones dactilares PCL y LHJO colocadas en ese documento correspondían a esas personas; x) en la certificación de cesión de contrato de vinculación a la empresa “Flota Occidental”, suscrita por el gerente de la mencionada empresa, solo aparecía la firma de PLC como cedente y LHJO como cesionario del vehículo traspasado, acto que requería igualmente la firma como cedente del señor Martínez Zuleta por ser copropietario del mismo, lo que este nunca pudo realizar ya que ese documento fue suscrito por los acusados el 13 de septiembre de 2012, es decir, seis meses después de la muerte de Gustavo Martínez.

6.7.3 Si bien es cierto que en el escrito de acusación no se precisaron los actos específicos que realizaron PLCV y LJHO en relación con las conductas antes mencionadas, en ese documento se expuso textualmente lo siguiente:

“... Con base en los EMP, EF e ILO, permitieron inferir válidamente y de manera razonable a la Fiscalía General de la Nación a través de esta Delegada 27 Seccional, la probable coparticipación en estos comportamientos al margen de la ley, de los ciudadanos PLC y LHJO, y por tanto, el 11 de marzo de 2015 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, les elevó cargos por las conductas punibles de FRAUDE PROCESAL, previsto en el artículo 453 del Código Penal, FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO establecido en canon 289 de la misma obra, y ESTAFA consagrado en el apartado 246 del mismo estatuto; con las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 9 y 10 del artículo 58 ibídem, esto es, por la posición distinguida de los imputados y por haber obrado en coparticipación criminal; todo ello en CONCURSO HETEROGÉNEO DE CONDUCTAS PUNIBLES, de acuerdo con lo normado en el artículo 31 del Código Penal. Estos cargos no fueron aceptados por PLC, único imputado presente en el acto público, dado que LHJO fue declarado en CONTUMACIA, dada su no presencia a pesar de haber sido notificado legalmente.

Así las cosas, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, ACUSA a los ciudadanos PLC y LHJO, en calidad de coautores de las conductas punibles de FRAUDE PROCESAL (art. 453 C.P.), FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO (art. 289 C.P.) y ESTAFA (art. 246 C.P.), con las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 9 y 10 del artículo 58 ibídem, esto es, por la posición distinguida de los imputados y por haber obrado en coparticipación criminal; todo ello en CONCURSO HETEROGÉNEO DE CONDUCTAS PUNIBLES, de acuerdo con lo normado en el artículo 31 del Código Penal.” 

6.7.4 En ese sentido se debe mencionar que en la audiencia de formulación de acusación celebrada el 9 de octubre de 2015 ante el juzgado de conocimiento, el delegado de la FGN dio lectura al escrito de acusación en los mismos términos, indicando que tanto PCL como LJHO eran coautores de las conductas punibles investigadas, debiendo agregarse que en su alegato de conclusión igualmente solicitó que se condenara a los acusados como coautores del concurso de conductas punibles sobre el que versó la acusación, según el registro de esa sesión del juicio oral donde pidió la condena de los procesados como “autores responsables” a título de dolo de las conductas punibles por las que fueron convocados a juicio
.

6.8 En consecuencia y en atención al principio de congruencia establecido en el artículo 448 del CPP y la definición contenida en el artículo 29 del CPP, se entiende que según el factum de la acusación, en lo relativo a la intervención de los procesados en la comisión de la conducta punible contra la fe pública, la FGN decidió acusarlos como coautores de las conductas punibles investigadas, para lo cual se debe tener en cuenta que el artículo 29 del CP dispone lo siguiente: “Son coautores los que, mediante un acuerdo común actúan con división del trabajo criminal, atendiendo a la importancia del aporte”. 

6.8.1 Ahora bien, como en lo relativo a la conducta de falsedad en documento privado, no existe evidencia que demuestre que los acusados fueron los que colocaron la firma y huella falsas que se hicieron pasar como de Gustavo de J. Martínez, por lo cual debe asumirse que la acusación corresponde a un evento de coautoría impropia por haberse realizado una división funcional de la labor delictiva dirigida a adicionar la firma y la huella de una persona ya fallecida al documento de traspaso del vehículo WMB -039 que se realizó ante la Oficina de Tránsito de La Virginia, con posterioridad al deceso del señor Martínez Zuleta. 

6.8.2 Sobre el tema se cita lo manifestado en la sentencia CSJ SP del 2 de septiembre de 2009 en torno al tema de la coautoría así:
(iv).- Coautor.- 

De conformidad con el artículo 29.2 de la ley 599 de 2000, son “coautores los que, mediando un acuerdo común
, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”.

Lo característico de ésta forma plural está dado en que los intervinientes despliegan su comportamiento unidos por una comunidad de ánimo, esto es, por un plan común
, además, se dividen las tareas y su contribución debe ser relevante durante la fase ejecutiva
 pues no cabe la posibilidad de ser coautor después de la consumación de la conducta punible. 

En lo que corresponde a la distribución de funciones, se tiene que:

… en la coautoría… el acuerdo con división del trabajo o acumulación de esfuerzos es lo que permite hablar de una acción conjunta formada por actos parciales, cuando esos actos parciales no serían suficientes por sí solos para determinar objetiva y positivamente el hecho, pero sí la conjunción de ellos, para poderse hablar de una acción determinante es necesario que la misma presente una conexión, que se explica estructuralmente por la existencia de un acuerdo con reparto de funciones o suma de esfuerzos. Es decir, que el acuerdo con división del trabajo es para la coautoría lo mismo que la existencia de coacción, error, etc., para la autoría mediata: en ésta esos criterios fundamentaban la posibilidad estructural de realizar una acción a través de otro, en la coautoría, el acuerdo con división del trabajo o suma de esfuerzos explica la posibilidad estructural de realizar una acción entre varios.

Con relación a los límites temporales en los que es dable la materialización de esta forma de intervención, se escribe:

Respecto a la primera cuestión, la doctrina y la jurisprudencia han venido afirmando tradicionalmente la posibilidad de que la intervención del coautor sucesivo se produjese más allá de la consumación formal durante el periodo temporal existente entre ésta y la terminación o consumación material del delito. Sin embargo, la postura anterior se ha ido paulatinamente abandonando por la doctrina, que hoy en día mantiene mayoritariamente que no es posible que el acuerdo se origine en un momento posterior al de la consumación formal, es decir, a aquel momento en el que se reúnen todos los elementos que conforman la descripción del supuesto de hecho del tipo penal. La consumación del delito se produce, cuando se satisfacen todos los presupuestos exigidos por el concreto tipo penal, de tal forma que la conducta realizada en el específico supuesto de hecho coincide con la representación abstracta que el legislador ha establecido previamente en el respectivo precepto penal. En el momento de la consumación formal se encuentran, por tanto, presentes todos los requisitos que conducen a la punibilidad. Por su parte, ésta nueva opinión doctrinal, considera que si la autoría (incluida la coautoría) es definida como realización del hecho delictivo descrito en los preceptos de la parte especial del código penal, tal y como se establece en los preceptos reguladores de la misma en la parte general, no puede admitirse que una intervención que se lleva a cabo una vez finalizado el comportamiento típico pueda fundamentar una responsabilidad a título de autoría, lo contrario, es decir aceptar la posibilidad de autoría tras la consumación formal, conllevaría para ésta corriente doctrinal, una ampliación desmesurada y no permitida de la punibilidad, que infringiría el principio de legalidad penal consagrado por la Constitución

En igual perspectiva:

Tradicionalmente se ha venido defendiendo por la doctrina mayoritaria que se puede intervenir en un delito más allá de la consumación formal del mismo, es decir, durante el periodo temporal existente entre ésta y la terminación o consumación material del delito.

Pero, aunque existe una línea jurisprudencial que continúa pronunciándose en éste sentido, dicho postulado ha comenzado a ser rechazado por la doctrina. Actualmente se defiende por un sector doctrinal que como regla general, no es posible un acuerdo posterior al momento de la consumación formal, es decir, al momento en el que se reúnen todos los elementos que conforman la descripción del supuesto de hecho del tipo penal. En mi opinión, habrá que establecer como norma general que no cabe la posibilidad de autoría ni tampoco de participación a partir del momento de la consumación del delito, pero dependiendo de las características del tipo en concreto, habrá que admitir determinadas excepciones
.

En este evento, el dominio de la conducta punible no lo ejerce una persona sino todos los que concurren a ese fin o fines delictuosos de que se trate. En esa medida, sus realizaciones son mancomunadas y recíprocas.

Los coautores por virtud del acuerdo ejercen control en parte y en todo, y lo hacen de manera funcional, es decir, instrumental y el aporte de ellos deberá ser una contribución importante, pues si la ayuda resulta secundaria o accesoria, no podrá hablarse de aquélla forma de intervención sino de complicidad.

(...) 

La manera más efectiva de realizar el juicio valorativo acerca de si el aporte es de importancia o no en los términos establecidos en el artículo 29 inciso 2º de la ley 599 de 2000, consiste en hacer abstracción de él y se lo suprime mentalmente.

6.8.3 En ese orden de ideas hay que precisar lo siguiente sobre la prueba pericial introducida al juicio:

· En el estudio del perito investigador Edgar Alfonso Santa, que no fue controvertido en el juicio donde se dijo textualmente lo siguiente
: “la impresión dactilar obrante en las fotocopias de los formularios números 3003141 y 3003142 del Ministerio de Transporte no se identifica topográficamente con ninguna de las impresiones dactilares de los dedos de la mano derecha del señor GUSTAVO DE JESÚS MARTÍNEZ ZULETA quien figuraba como propietario o vendedor del microbús de placas WMB -039 y quien se identificaba con la cedula de ciudadanía No. 10.090. 994 de Pereira”. El mismo perito certificó que en el sistema AFIS de la FGN no aparecía registrada la huella, por lo cual no se podía saber a quién le pertenecía.
· Igualmente en otro informe del citado investigador
 se concluyó que las impresiones dactilares que obraban en los formularios 3003141 y 3003142: “… a nombre de GUSTAVO DE JESÚS, topográficamente no se identifica ni corresponde con ninguna de las impresiones dactilares del señor PLC… (fl. 162), ni corresponde con ninguna de las impresiones dactilares del señor LHJO” (fl. 169)
6.8.4 Este dictamen fue introducido al juicio con el citado perito y resulta conforme con las conclusiones del estudio que hizo el grafólogo José Óscar Tamayo Rivera, presentado por la defensora del señor LHJO, quien expuso en su acápite de conclusiones que la firma suplantada al señor Gustavo de J. Martínez Zuleta, no concordaba con los patrones gráficos del señor LHJO, tal y como se expuso en el apartado 6.4.3 de esta decisión.

6.9 En ese orden de ideas queda claro que pese a haberse demostrado la conducta de falsedad en documento privado en lo relativo a la alteración del documento de traspaso del automotor, por la colocación de una firma y huella falsas, para hacer constar que ese documento estaba suscrito también por el señor Gustavo de J. Martínez, como copropietario de la buseta que fue enajenada en favor de LHJO, lo anterior conduce a plantear que si bien los acusados no realizaron directamente la conducta descrita en el artículo 289 del CP, si era posible sustentar la acusación como coautores de tal acto, a partir de la teoría del codominio funcional del hecho referida en el precedente CSJ SP del 2 de septiembre de 2009, radicado 29221 la cual debe complementarse con lo expuesto en CSJ SP del 19 de noviembre de 1999, radicado 11223 donde se dijo lo siguiente sobre los casos de coparticipación en esa conducta punible:

“... Así, lo primero que debe destacarse, según lo señalara pacíficamente de manera reiterada jurisprudencia y doctrina, es que la falsedad en documento privado en examen es un tipo penal que requiere para su ocurrencia dos actos perfectamente  separados pero integrados en la norma como un solo hecho punible, el de la falsificación propiamente tal del documento y el de su posterior uso por el agente. También se precisa en las mismas fuentes que el empleo del verbo usar referido a documento privado que pueda servir de prueba alude al uso  que por ley ,o por convenio de los particulares está destinado, vale decir, a establecer o modificar situaciones jurídicas: 

Como se ve, trátese aquí de un tipo penal de sujeto activo mono subjetivo que por su propia naturaleza posibilita la pluralidad de sujetos activos, bien a título de coautoría o de ésta y de complicidad, no siendo indispensable para que la conducta de aquellos sea típica que imprescindiblemente realicen los dos la totalidad de la conducta materialmente entendida y que en estas condiciones el uso quede supeditado a los actos físicos que puedan exteriorizar, en la medida en que por la dinámica misma que le den al proceso ejecutivo delictual, la división de actos puede resultar, a contrario sensu, el medio más apto para la consumación delictual, dando origen así a la denominada por la dogmática como coautoría impropia. Así puede ocurrir, como sucede en este caso que físicamente uno de los intervinientes en la conducta falsaria sea el que no ejecute el acto material de uso, pero que habiendo participado en el acto de la elaboración del documento, el segundo es desarrollado por su compañero de delincuencia.

En estos casos, es incuestionable que el ámbito de protección del tipo penal de la falsedad en documento privado posibilita una tal distribución de actos delictuales, pues el uso jurídico necesario para que el documento entre a ese tráfico si bien materialmente ha sido exteriorizado por uno de ellos, jurídicamente le es imputable a los dos ya que no corresponde a un acaecer casual sino a la previa y acordada distribución de actos delictivos necesarios para ese objetivo, esto es para su uso, para que entre al tráfico jurídico para el cual fue elaborado, resultando extraño al tipo el fin último propuesto por uno de ellos, dado que al no ser exigido por la prohibición legal, resulta extraño al tipo. ..” 

6.10 De los anteriores planteamientos se deduce que pese al criterio del juez de primer grado, el hecho que la prueba demuestre que los procesados no fueron autores materiales del tipo de falsedad en documento privado, por no haber impuesto ni su huella ni su firma en el documento de traspaso del vehículo para hacerla pasar como de Gustavo de J. Martínez, no conduce necesariamente a descartar su participación en las conductas punibles contra la fe pública y la administración de justicia, con base en lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 29 del CP, ya que en este caso existen diversos hechos indicantes a partir de los cuales es posible hacer deducciones diversas a las que hizo el juez de primer grado para proferir una sentencia absolutoria por esos punibles, como se explicará a continuación.

6.11. En la sentencia CSJ SP del 2 de septiembre de 2009 radicado 29221, citada anteriormente, se hizo un pormenorizado estudio sobre las formas de autoría y participación que contemplan los artículos 9 y 30 del CP y sobre la superación de la antiguas teoría formal -objetiva y material- objetiva en materia de autoría y de la teoría subjetiva, según la cual el animus del autor definía su participación como autor o cómplice de la conducta punible. En ese precedente se examinó el tema desde la perspectiva de la teoría del dominio del hecho y del dominio del injusto, como presupuestos del concepto de coautoría por dominio funcional, para lo cual se hizo mención de lo expuesto por Klaus Roxin en los siguientes términos:
d.- De la teoría del dominio del hecho.-

Con relación a esta teoría
, Roxin, como síntesis escribe:

Si al final de nuestro camino volvemos la vista atrás y tratamos de resumir los resultados que hemos obtenido para la doctrina de la autoría, resulta el siguiente esquema:

1.- El autor es la figura central del suceso concreto de la acción.

2.- La figura central se caracteriza por los elementos del dominio del hecho, del quebrantamiento de un deber especial o de la comisión de propia mano.

3.- El dominio del hecho, que en los delitos dolosos de comisión determina el concepto general de autor, presenta las manifestaciones del dominio de la acción, dominio de la voluntad y del dominio funcional del hecho.

4.- El dominio de la acción consiste en la realización del tipo final y de propia mano.

5.- El dominio de la voluntad, que corresponde a la autoría mediata, se clasifica en las formas de configuración del dominio de la voluntad en virtud de coacción, que se ajusta al principio de responsabilidad, del dominio de la voluntad, de cuatro grados, en virtud de error y del dominio de la voluntad en virtud de maquinarias de poder organizadas.

6.- El dominio del hecho funcional, que expresa el contenido de la línea directriz de la coautoría, se presenta como cooperación en división del trabajo en la fase ejecutiva.

7.- El criterio del quebrantamiento del deber especial es determinante para la autoría en los delitos de infracción de deber por comisión, en los delitos omisivos y en los imprudentes.

8.- La autoría mediata en los delitos de infracción de deber se caracteriza por que el obligado produce el resultado típico por medio de un no obligado.

9.- La coautoría en los delitos de infracción de deber aparece como quebrantamiento conjunto de un deber especial conjunto.

10.- Los delitos de propia mano se encuentran en el derecho vigente como delitos de autor jurídico-penal y como delitos vinculados a comportamiento sin lesión de bien jurídico.

11.- La participación es un concepto secundario con respecto al de la autoría. Por eso ha de caracterizarse como cooperación sin dominio, sin deber especial y sin ser de propia mano.

12.- La participación es un hecho principal cometido sin finalidad típica por principio está excluida en los delitos de propia mano, es posible en los delitos de infracción de deber y en los delitos de dominio se circunscribe a la suposición errónea de circunstancia fundamentadoras de dominio del hecho en la persona del ejecutor directo
.

e.- De la teoría del dominio del injusto.-


Al respecto se ha escrito:

Si se adopta el dolo de la tradición, que incorpora en el dolo la conciencia del injusto (teoría del dolo), bien puede seguirse la teoría del dominio del hecho, pero involucrando en ella el desvalor del injusto. Luego autor no es quien domina el supuesto del hecho, sino aquel que domina el hecho injusto. Dominar el hecho objetivo sin dominar el injusto que encierra no es dominio completo. El manejo adicional del centro de gravedad de la conducta, que es en efecto su antijuridicidad, ayuda eficazmente, por el contrario, a distinguir al autor del partícipe (…)

Si el dominio del hecho debe predicarse del sujeto que es la figura central del delito, esa figuración central sólo puede sustentarse con acierto del sujeto que domina el injusto, el cual solo puede ser el sujeto culpable en su concreta manifestación.

Si para nuestra perspectiva autor no es apenas quien domina el supuesto de hecho sino el injusto y por eso no es problema a resolver exclusivamente en el tipo, nos parece necesario arribar a la conclusión que sólo el “autor culpable” es un autor de un delito y solo el “partícipe culpable” es partícipe de un delito.

(…) 

Conforme a la teoría que viene de citarse se entiende que lo característico en el autor psico-físico está dado no en el control del hecho, esto es, de lo puramente objetivo
, sino de dominio completo de la conducta punible, entendiendo por éste el control de los aspectos materiales y subjetivos, es decir, dentro de los contextos de un injusto no solo objetivo sino mixto
. (Subrayas ex texto) 

6.12 En ese orden de ideas puede afirmarse que el argumento central del juez de conocimiento para absolver a los acusados por las conductas punibles que se les atribuyeron, en especial el delito contra la fe pública, se basó en un concepto restrictivo en materia de autoría que ya ha sido superado en la dogmática, según el cual solo es autor el que realiza la conducta descrita en el tipo penal, sin que en este caso el fallador de primera instancia hubiera realizado el análisis correspondiente sobre los términos de la acusación que se formuló contra los denunciados como coautores de los delitos investigados, ya que en la sentencia de primer grado simplemente se dijo que al no existir prueba que indicara que los procesados PLS y LHJO habían sido los autores materiales de la falsificación la huella y la firma del señor Gustavo de J Martínez se imponía su absolución, sin que se hubiera hecho el respectivo análisis desde la perspectiva de la teoría del dominio del hecho y más específicamente desde el concepto de dominio del injusto, para definir lo concerniente a la responsabilidad de los procesados por las conductas descrita en los artículos 289 y 453 del CP, lo que da a entender que se examinó con cierto simplismo el asunto.

6.12.1 Por lo tanto es necesario retomar lo expuesto en CSJ SP del 2 de septiembre de 2009, radicado 29221, en la cual se examinó el tema de la coautoría regulado por el artículo 29 del CP, sobre lo cual se hicieron las siguientes precisiones:

“De conformidad con el artículo 29.2 de la ley 599 de 2000, son “coautores los que, mediando un acuerdo común
, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”.

Lo característico de ésta forma plural está dado en que los intervinientes despliegan su comportamiento unidos por una comunidad de ánimo, esto es, por un plan común
, además, se dividen las tareas y su contribución debe ser relevante durante la fase ejecutiva
 pues no cabe la posibilidad de ser coautor después de la consumación de la conducta punible. 

En lo que corresponde a la distribución de funciones, se tiene que:

… en la coautoría… el acuerdo con división del trabajo o acumulación de esfuerzos es lo que permite hablar de una acción conjunta formada por actos parciales, cuando esos actos parciales no serían suficientes por sí solos para determinar objetiva y positivamente el hecho, pero sí la conjunción de ellos, para poderse hablar de una acción determinante es necesario que la misma presente una conexión, que se explica estructuralmente por la existencia de un acuerdo con reparto de funciones o suma de esfuerzos. Es decir, que el acuerdo con división del trabajo es para la coautoría lo mismo que la existencia de coacción, error, etc., para la autoría mediata: en ésta esos criterios fundamentaban la posibilidad estructural de realizar una acción a través de otro, en la coautoría, el acuerdo con división del trabajo o suma de esfuerzos explica la posibilidad estructural de realizar una acción entre varios.

(…)

En este evento, el dominio de la conducta punible no lo ejerce una persona sino todos los que concurren a ese fin o fines delictuosos de que se trate. En esa medida, sus realizaciones son mancomunadas y recíprocas.

Los coautores por virtud del acuerdo ejercen control en parte y en todo, y lo hacen de manera funcional, es decir, instrumental y el aporte de ellos deberá ser una contribución importante, pues si la ayuda resulta secundaria o accesoria, no podrá hablarse de aquélla forma de intervención sino de complicidad.

(…)

Para que se materialice la forma de intervención del artículo 29 inciso 2º de la ley 599 de 2000, y atendiendo a la descripción que se ha consagrado como reserva legal, no son suficientes el conocimiento dado en el propósito común y el reparto del trabajo, pues como la propia norma lo establece, el apoyo objetivo deberá ser significativo.

La manera más efectiva de realizar el juicio valorativo acerca de si el aporte es de importancia o no en los términos establecidos en el artículo 29 inciso 2º de la ley 599 de 2000, consiste en hacer abstracción de él y se lo suprime mentalmente.

En esa perspectiva teórica y práctica, si al excluirlo del escenario funcional del evento objeto de juzgamiento, éste no se produce, la conclusión a la que se puede llegar sin dificultad es la de la existencia de la coautoría, y si al apartarlo aquél de todas formas se consumaría, la valoración a la que se puede arribar es a la presencia de la conducta de complicidad.

Con relación al tema, se ha escrito:

Cuando en la realización de un hecho converge una pluralidad de sujetos y cada uno de ellos realiza por sí la totalidad de la acción típica, se trata de un supuesto de autoría plural, que se conoce con el nombre de autoría concomitante o paralela, cuyo concepto emerge del autor individual, conforme a cada uno de los tipos en particular 
(…)

Otra forma de coautoría, con problemas por completo diferentes de la simultánea, se presenta cuando por efecto de una división de tareas, ninguno de quienes toman parte en el hecho realiza más que una fracción de la conducta que el tipo describe, o sea, que ninguno de los intervinientes realiza la totalidad del pragma, sino que este se produce por la sumatoria de los actos parciales de todos los intervinientes. Se trata de la coautoría caracterizada por el dominio funcional del hecho (…)

La coautoría funcional presupone un aspecto subjetivo y otro aspecto objetivo. El primero es la decisión común al hecho, y el segundo es la ejecución de esta decisión mediante división del trabajo. Los dos aspectos son imprescindibles” (…) La decisión común es imprescindible, puesto que es lo que confiere una unidad de sentido a la ejecución y delimita la tipicidad, pero ello no puede identificarse con cualquier acuerdo para la realización dolosa (que también puede existir entre el autor y el cómplice). Así vuelve a aparecer el problema central de la autoría, esto es, determinar si la decisión común es una fórmula hueca que encubre el animus auctoris de la teoría subjetiva, a lo que el criterio subjetivo responderá afirmativamente. Pero como la teoría final objetiva parte de la contribución al hecho como tal, es decir, de la clase de correlación de la conducta, será determinante averiguar si ha tomado parte en el dominio del acto, por lo que el punto central pasa por el segundo requerimiento, que es la realización común del hecho. Para determinar qué clase de contribución al hecho configura ejecución típica, es menester investigar en cada caso si la contribución en el estadio de ejecución constituye un presupuesto indispensable para la realización del resultado buscado conforme al plan concreto, según que sin esa acción el completo emprendimiento permanezca o se caiga. Esto significa que no puede darse a la cuestión una respuesta general y abstracta, sino que debe concretársela conforme al plan del hecho: será coautor el que realice un aporte que sea necesario para llevar adelante el hecho en la forma concretamente planeada. Cuando sin ese aporte en la etapa ejecutiva el plan se hubiese frustrado, allí existe un coautor (…)
Con lo dicho, la coautoría funcional registra una imputación inmediata y mutua de todos los aportes que se prestan al hecho en el marco de la decisión común
 (negrillas fuera del texto). (Subrayas agregadas). 
6.13 En atención a lo expuesto hay que manifestar que en el caso sub examen se advierte que la conducta de los procesados puede ubicarse dentro de los lineamientos de la teoría de la coautoría funcional por dominio del hecho, en razón de los fines propios de las conductas contra la fe pública y la administración de justicia sobre lo cual se hace el siguiente análisis:
6.13.1 No existe discusión sobre el hecho de que el derecho de dominio de la buseta de placas WMB 030 y le pertenecía en común y proindiviso a PLC y a Gustavo de J. Martínez Zuleta para el 28 de septiembre de 2012.

6.13.1 En vida del señor Martínez Zuleta y mediante documento del 15 de agosto de 2008
, PLC transfirió el vehículo como si fuera de su entera propiedad a LHJO, por la suma de $60.000.00, expresando en ese acto una situación que no era cierta, ya que se presentó como “propietario actual” del vehículo, sin tener esa calidad jurídica. A su vez el conocimiento de ese hecho se evidencia de la cláusula consignada en ese contrato denominada “Saneamiento”, según la cual el vendedor PLC anunció que saldría a oponerse a cualquier reclamación que hiciera un tercero sobre el bien (que se entiende no era otro que el condueño Gustavo de J. Martínez). 

6.13.2 De lo expuesto en ese documento se deduce que en el período transcurrido desde el 15 de agosto de 2008, hasta la fecha del deceso del señor Martínez que se presentó el 28 de marzo de 2012
, nunca se hizo la transferencia de la citada cuota, ni a favor de PLC ni mucho menos a nombre del señor LHJO quien en virtud del acto falsario quedó inscrito como adquirente de la totalidad del vehículo, pese a que existía una comunidad sobre el citado automotor entre PLC y Gustavo de J. Martínez.

6.13.3 Es evidente que ante la muerte del titular del derecho de dominio de la mitad de la buseta, tanto  PLC que había enajenado la totalidad del automotor en favor de LHJO sin tener esa condición, como el mismo adquirente del vehículo, tenían la posibilidad de efectuar una negociación con los herederos del señor Martínez para solucionar lo concerniente al traspaso de la cuota sobre el bien que figuraba a este ciudadano, sin que exista evidencia al respecto, máxime si el acusado PLC manifestó en su declaración que se había enterado del fallecimiento de su amigo Gustavo con quien tenía antiguos lazos de amistad ya que incluso este le había administrado otros vehículos de su propiedad.

6.13.4 En ese orden de ideas se entiende que al no existir ninguna negociación sobre esa cuota que quedó sin transferir al presentarse la muerte del señor Martínez, esa situación tuvo que haber propiciado que se hiciera la transferencia irregular de su derecho sobre el vehículo a través de la falsificación de la firma y la huella de Gustavo Martínez en el documento de traspaso del bien, hecho que fue plenamente comprobado con la prueba pericial aportada por la FGN que no fue controvertida por la defensa en el proceso.

6.14 Ahora bien, en orden a definir la responsabilidad de los procesados en atención a los recursos propuestos y teniendo en cuenta el concepto de coautoría por dominio funcional del hecho, explicado en el apartado 6.11 de esta decisión hay que hacer las siguientes consideraciones:

6. 14.1 En la sentencia CSJ SP del 19 de agosto de 2015, radicado 38685 se dijo lo siguiente: 

“A voces de los artículos 29 y 30 del Código Penal, “coautores” son quienes “mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”, y “determinador” es quien “determina a otro a realizar la conducta antijurídica”.

La doctrina de la Corte ha deslindado, de tiempo atrás, los conceptos de coautor propio y coautor impropio, en el entendido de que varios intervinientes realizan la conducta punible, pero en el primer evento, coautoría propia, todos realizan actos de igual índole o naturaleza, y en el segundo, impropia, el hecho se desarrolla por el grupo, cuyos miembros se integran mediante aportes que cumplen con el plan concebido en división de trabajo, de tal forma que el resultado se imputa al grupo (a todos sus integrantes), así individualmente cada acción no recorra los elementos del tipo (confrontar, por todas, CSJ SP, 24 jul. 2013, rad. 33.507).” (Subrayas ex texto) 
6.14.2 Por su parte en CSJ SP del 25 de julio de 2018, radicado 50394 se manifestó lo siguiente: 

Diferencias entre la coautoría material impropia y la complicidad
.
Ha dicho la Corte que la figura de la coautoría comporta el desarrollo de un plan previamente definido para la consecución de un fin propuesto, en el cual cada persona involucrada desempeña una tarea específica, de modo que responden como coautores por el designio común y los efectos colaterales que de él se desprendan, así su conducta individual no resulte objetivamente subsumida en el respectivo tipo penal, pues todos actúan con conocimiento y voluntad para la producción de un resultado
.

Respecto del concurso de personas en la comisión delictiva se ha precisado que existen diferencias entre la coautoría material propia y la impropia. La primera ocurre cuando varios sujetos, acordados de manera previa o concomitante, realizan el verbo rector definido por el legislador, mientras que la segunda, la impropia, llamada coautoría funcional, precisa también de dicho acuerdo, pero hay división del trabajo, identidad en el delito que será cometido y sujeción al plan establecido, modalidad prevista en el artículo 29-2 del Código Penal, al disponer que son coautores quienes, “mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte”; se puede deducir, ha dicho la Sala
, de los hechos demostrativos de la decisión conjunta de realizar el delito.    
La Corte ha precisado que en dicha modalidad de intervención criminal rige el principio de imputación recíproca, según el cual, cuando existe una resolución común al hecho, lo que haga cada uno de los coautores se extiende a todos los demás conforme al plan acordado, sin perjuicio de que las otras contribuciones individualmente consideradas sean o no por sí solas constitutivas de delito
.
Por su parte, el artículo 30-3 de la Ley 599 de 2000 preceptúa que es cómplice “quien contribuya a la realización de la conducta antijurídica o preste ayuda posterior, por concierto previo o concomitante a la misma”.
Se caracteriza porque la persona contribuye a la realización de la conducta punible de otro, o presta una ayuda posterior cumpliendo promesa anterior, de modo que no realiza el comportamiento descrito en el tipo, ni tiene dominio en la producción del hecho, porque su conducta no es propiamente la causa de un resultado típico, sino una condición del mismo
.

En suma, únicamente quien tiene el dominio del hecho puede tener la calidad de coautor, mientras que el cómplice es aquél que se limita a prestar una ayuda o brinda un apoyo que no es de significativa importancia para la realización de la conducta ilícita, es decir, participa sin tener el dominio propio del hecho
. (Subrayas ex texto)

6.15 De conformidad con lo expuesto y retomando lo manifestado en el precedente CSJ SP del 25 de julio de 2018 radicado 50394, debe decidirse entonces si existe responsabilidad de los procesados PLC y LJHO por las conductas punibles de falsedad en documento privado y fraude procesal objeto de acusación bajo el concepto de coautoría impropia funcional mencionado en esa decisión, sobre lo cual se hacen las siguientes consideraciones:

6.15.1 En este caso no se cuenta con prueba directa en los términos del artículo 402 del CPP, sobre la intervención de los acusados como coautores, bajo el rubro antes mencionado de las conductas punibles de falsedad en documento privado y fraude procesal.

6.15.2 Sin embargo se ha considerado que pese a que el indicio no aparece enunciado dentro del listado de medios de prueba que contempla el artículo 382 del CPP, es posible sustentar una sentencia condenatoria con base en inferencias lógicas provenientes de hechos indicantes debidamente probados, siempre que sean graves y cumplan los requisitos de convergencia y concordancia, sobre lo cual se cita lo manifestado en decisión de esta Sala del 6 de agosto de 2013, dentro del proceso adelantado contra Carlos Gabriel González Escudero por el delito de “actos sexuales con menor de 14 años”, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, donde se dijo lo siguiente:

“En criterio de la sala mayoritaria en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y  fundamentar una sentencia adversa a los intereses del acusado, toda vez que demuestran más allá de toda duda la ocurrencia del delito y la responsabilidad de éste en el mismo. 

Para sustentar tal aserto, es necesario acoger lo establecido en los precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, y, muy particularmente, el giro interpretativo que ha tenido la jurisprudencia nacional en torno al valor de las pruebas periciales en las conductas sexuales cometidas contra menores de edad. 

En torno a lo primero –prueba de corroboración periférica- la Alta Corporación expresó en reciente pronunciamiento: 

“[…] Es decir,  que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda.

6.15.3 En ese sentido en CSJ SP del 2 de septiembre de 2009, radicado 29221 se dijo lo siguiente:
V.- Del indicio y el principio de necesidad de la prueba.- 

El principio de necesidad de la prueba, como su propio nombre lo expresa, implica que de manera insalvable los actos y providencias que se profieran al interior del debido proceso penal en sus etapas de investigación y juzgamiento, necesariamente deben estar fundados en soportes que obedezcan a existencia material y desde luego jurídica, y en esa medida no pueden llegar a ser objeto de suposiciones ni de omisiones, ni suplirse a través de conjeturas, ni por el conocimiento privado del juez
. Lo anterior significa que los ejercicios de motivación no se efectúan en el vacío, sino que por el contrario deben tener respaldo fáctico.

El principio de necesidad de la prueba se constituye en el fundamento del denominado error de hecho derivado de falso juicio de existencia, motivo de censura en casación penal regulado en el art. 181.3 de la ley 906 de 2004 el cual se consolida en los siguientes eventos:

a.- Cuando frente a los hechos o conductas acaecidas, de los cuales se tiene historia fáctica, se omiten, desconocen o ignoran medios de convicción allegados a la actuación, y en su defecto se falla en la sentencia, sin que hubiesen sido objeto de valoración.

b.- Cuando el juzgador a manera de conjetura supone instrumentos probatorios sin existencia material y los integra a la sentencia y con fundamento en ellos falla.

VI.- Del indicio de responsabilidad penal y el principio de necesidad de la prueba.-

Aquel no es un instrumento de prueba en especial. No obstante, en lo que corresponde a su existencia, ésta no depende de la circunstancia que se lo reconozca o identifique formalmente dentro de las clasificaciones de medios de convicción dadas al interior de un estatuto procesal.

El indicio en materia penal, entendido como un fenómeno objetivo de expresión acabada o inacabada de una conducta de autoría o de participación responsable, no posee existencia autónoma sino derivada y surge
 de las manifestaciones reales, periciales, testimoniales,  de confesión, documentales y de inspección judicial, esto es, emana de los elementos materiales probatorios
, evidencia física e información, es decir, de los contenidos de las expresiones reales y personales que digan relación con el comportamiento humano objeto de investigación y que desde luego hubiesen sido aducidos, producidos e incorporados con respeto al principio de necesidad, licitud y legalidad de la prueba.

Si como es un hecho cierto que el indicio de responsabilidad penal no posee existencia autónoma, sino derivada o dependiente, ello significa que el mismo no puede abordarse por fuera del principio de necesidad de la prueba, de lo que se traduce que los medios de convicción personales o reales de los que surge el hecho indicador
 como fenómeno, deberán obedecer a existencias materiales y desde luego a existencias jurídicas.

En ese orden de ideas debe decirse inicialmente que en la práctica no existe una distinción entre el hecho indicador y el indicio, ya que este es el elemento objetivo de la prueba indiciaria.

6.15.4 A su vez hay que manifestar que en la doctrina pertinente se ha hecho mención del concepto de indicio grave así: “…es aquel en el cual son pocas las conclusiones (hechos indicados) que pueden obtenerse a partir de un mismo hecho indicador; en otras palabras cuando construimos un indicio y nos percatamos que existen muchas probabilidades de que la conclusión obtenida (hecho indicado) sea la correcta frente a otras pocas probabilidades, habremos elaborado un indicio grave…”

6.16 Trasladando lo jurisprudencia y la doctrina citadas sobre la prueba indiciaria al caso sub examen, se tiene que en este caso se encuentran probados varios hechos indicantes que al ser analizados de manera concordante y convergente llevan a concluir que los procesados PLC y LHJO tuvieron intervención como coautores por dominio funcional del hecho, en la realización de las conductas contra la fe pública y la administración de justicia por las que fueron acusados, lo que se deduce de los siguientes hechos debidamente probados :

6.16.1 Los señores PLC y LHJO tenían interés directo en hacer la transferencia del automotor sobre el cual tenía una cuota el ciudadano Gustavo de J. Martínez. El primero de los nombrados por haber vendido el bien al señor LHJO manifestando que era propietario de la totalidad del automotor de placas WBM 039 sin tener esa calidad y el segundo porque en su calidad de adquirente de la buseta le interesaba que se registrara la compraventa de ese bien como único propietario, lo que explica la razón por la cual con posterioridad a la muerte del señor Martínez, se presentaron ante la agencia de trámites “Tabares Tovar Sucesores”, para efectos de hacer las diligencias de traspaso del vehículo WMB- 039. A contrario, no se advierte que interés podían tener la señora Lina María Idárraga Tabares como gestora de tránsito, ni el señor Néstor Daniel Montoya Ríos, quien fue el tramitador que entregó la documentación ante la Secretaría de Tránsito de La Virginia en falsificar el documento de traspaso del vehículo agregando la firma y la huella falsas de Gustavo de J. Martínez Zuleta ya que estos intermediarios no iban a obtener ningún beneficio con la transferencia irregular del citado vehículo.

A partir de esas consideraciones se cuenta con hechos indicantes que obran contra los acusados y que fueron debidamente probados en el juicio como los siguientes: i) PLC le vendió la totalidad del automotor LHJO el 15 de agosto de 2008 afirmando falsamente en el contrato de compraventa que era el propietario de la totalidad del automotor, cuando en realidad solo tenía una cuota sobre el mismo; ii) la firma y huellas del señor Gustavo de J. Martínez en el documento de traspaso fueron falsificadas según la prueba pericial introducida por la FGN, y fue suplantado para el efecto, lo cual además se explica por la obvia razón de que el traspaso de la buseta se hizo 6 meses después de su muerte; iii) el acusado PLC suscribió una autorización dirigida a la Oficina de Tránsito de La Virginia para que se hiciera el traspaso de la buseta de placas WMB 039, aduciendo su condición de propietario de ese vehículo, e indicando que la información anexada a los documentos que se anexaban a esa solicitud era “veraz y auténtica”
; y iv) no había ninguna otra persona distinta a los acusados que tuviera interés en consolidar ese acto jurídico relacionado con la transferencia del vehículo de servicio público a través de ese medio fraudulento.

A partir de esos hechos indicantes se puede estructurar el indicio del móvil del interés personal de los acusados PLC y LHJO tanto en la falsificación cometida en el documento de traspaso de la buseta de la cual era propietario PLC en común y proindiviso con el finado Gustavo de J. Martínez, como en la inscripción de ese acto ante la Oficina de Tránsito de la Virginia, por ser los únicos que resultaban favorecidos con esa conducta punible, fuera de que resulta poco consistente la tesis planteada en la sentencia de primera instancia en el sentido de que se había probado que la documentación de ese automotor fue manipulada luego de ser extraída ilegalmente de la Oficina de Tránsito de la Virginia, y mucho menos resulta creíble lo insinuado por la defensora del señor LHJO en el sentido de que el denunciante Jhon Alejandro Martínez  Franco (hijo del fallecido Gustavo de J. Martínez Zuleta) tuvo que ver en los hechos investigados por haber tenido acceso a la carpeta del automotor tantas veces mencionado, ya que sería absurdo que este fuera a atentar contra el patrimonio suyo y de su familia, propiciando la falsificación del citado documento de traspaso, lo que obviamente impediría que esa cuota sobre la buseta ingresara a la masa herencial de su padre.

6.16.2 Al entregar su testimonio en el juicio el señor PLC no pudo dar ninguna explicación satisfactoria sobre las razones por las cuales se presentó como único propietario de la buseta WMB -039 cuando se la transfirió al señor LHJO el 15 de marzo de 2008, pese a que tenía pleno conocimiento de que el vehículo se encontraba inscrito a nombre suyo y del señor Martínez Marulanda. 

Por su parte resulta poco digna de crédito la explicación entregada por el señor LHJO en el sentido de que por falta de tiempo, por confiar en PLC con quien tenía una relación de amistad quien le dijo que era el único dueño del vehículo y porque la buseta se encontraba en ese momento en el Chocó, no tuvo la oportunidad de revisar la tarjeta de propiedad del automotor y solo vino a enterarse luego de la denuncia que en realidad PLC solo era propietario de la mitad de ese automotor, conducta que resulta inexplicable en un avezado profesional del derecho que hizo una cuantiosa inversión pagando las cuotas restantes de ese vehículo, el cual prácticamente “compró a ciegas” según su versión, fuera de que no se entiende por qué razón entre los años 2008 y 2012 y pese a comportarse como dueño del bien, el señor LHJO nunca reclamó que se le hiciera el traspaso del automotor y solo hubiera concurrido con el señor PLC a la oficina de tramites de la señora Tabares para hacer esa diligencia, luego de que se hubiera presentado el deceso del señor Martínez Zuleta. 

Con estos hechos indicantes que se encuentran debidamente probados se estructura el indicio de mala justificación en lo relativo a los antecedentes del traspaso irregular de la cuota del señor Martínez, acto que terminó beneficiando los intereses de ambos procesados, ya que de no haberse cometido la falsedad enunciada, la citada cuota solo podría ser traspasada al señor LHJO una vez fuera adjudicada a los herederos del citado causante.

6.16.3 El señor PLC al declarar en el juicio manifestó reiteradamente que le vendió la buseta a LHJO porque el automotor no producía lo suficiente para cancelar las cuotas mensuales en cuantía de $2.500.000 a la empresa que les había vendido el vehículo a él y al señor Gustavo de J. Martínez, y solo hizo una referencia tangencial la hecho de que el comprador LHJO estaba consciente de que había que hacer “un negocio rápido” para recuperar un dinero que le adeudaba Nancy Maldonado sin entrar en más detalles.

Por su parte LHJO entregó una versión diferente en el juicio, en lo relativo al origen del negocio que hizo con PLC, ya que manifestó en el juicio oral que había recibido ese automotor porque una empresa llamada “Casinos El Faraón”, en la cual tenía parte el señor PLC, le adeudaba un dinero que les había prestado para adquirir una maquinaria y que como PLC le había dicho que no tenían forma de pagarle, casi que “obligado” debió acceder a recibir ese vehículo y hacerse cargo de sus cuotas insolutas sin hacer mayores indagaciones sobre su titularidad 
Esa notoria contradicción en lo referente a un asunto tan importante como los motivos que indujeron a cada uno de los procesados a celebrar el citado negocio sobre el vehículo, se encuentra aunada a otras situaciones como las versiones distintas que entregaron sobre las gestiones que se hicieron ante la empresa que gestionó el traspaso en esta ciudad que fue la firma “Tovar  Tabares Sucesores”, ya que PLC dijo que solamente había ido a esa oficina a estampar su firma como vendedor en el documento de traspaso, al tiempo que LHJO dijo que los dos habían asistido el mismo día a suscribir esos documentos, lo que genera los indicios de mentira y de manifestaciones posteriores al delito, deducidos a partir de esos hechos indicantes ,que estaban dirigidos de manera inequívoca a tratar de controvertir por parte de cada uno de los procesados los fundamentos de la acusación en lo relativo a su intervención en las conductas investigadas.

6.16.4 En cuarto lugar debe manifestarse que se encuentra debidamente probado que los procesados concurrieron a la elaboración del documento de traspaso espurio, que para su validez jurídica y para poder ser inscrito ante la Oficina de Tránsito de La Virginia necesitaba de la impresión de su huella y firma a la cual se le adicionó posteriormente la huella y firma espuria que fue la del señor Gustavo de J. Martínez, quien fue suplantado en tal acto, quedando establecido que tanto PLC como LHJO pretendieron evadir su responsabilidad en esa actividad fraudulenta con la suscripción de unos documentos de autorización o poderes a terceros, a efectos de tratar de deslindarse de cualquier responsabilidad por las conductas investigadas, que como se expuso anteriormente redundaban en su único beneficio, por lo cual en un sentido causal la única posibilidad de que se hubiera puesto en marcha el proceso que culminó con el traspaso de la totalidad de la buseta a LHJO, fue la actuación de los investigados de hacer esa trasferencia luego de transcurridos 6 meses desde la muerte del señor Martínez, frente a lo cual la pregunta obvia es ¿por qué no se hizo esa gestión cuando aún vivía el copropietario del bien?, situaciones que configuran el indicio de oportunidad para realizar esas conductas punibles ya que la gestión relativa a la venta de la totalidad de la buseta bien pudo hacerse en vida de Gustavo Martínez entre los años 2008 a 2012, bien fuera con su anuencia o por vía judicial promoviendo la división ad valorem del automotor a efectos de adquirir su cuota parte en el vehículo.

6.16.5 Igualmente debe mencionarse que se probó la existencia de un acto posterior a la falsificación de la firma del señor Martínez en el documento de traspaso, como el hecho de que con base en ese escrito espurio y de su inscripción ante la Oficina de Tránsito de La Virginia, la empresa “Flota Occidental” hubiera aceptado la cesión del contrato de vinculación del vehículo de placas WBM 039, mediante documento del 13 de septiembre de 2012, en el cual obran como “cedentes” el acusado PLC y Gustavo de J. Martínez Zuleta (fallecido para esas calendas) y como “cesionario” LHJO, quienes suscribieron ese documento
, de lo cual se puede deducir por vía de inferencia lógica, la realización de actos posteriores a la falsificación de la firma y huella del señor Martínez, en el traspaso del automotor, que no tenían otro propósito que consolidar no solo el dominio del señor LHJO sobre el vehículo en mención, sino la transferencia del contrato de vinculación o “cupo” del citado automotor en la empresa “Flota Occidental”, lo que conllevó a que el ciudadano LHJO fuera aceptado como afiliado por esa empresa, pese a que el señor Martínez nunca transfirió ese derecho
.
6.17 Como se observa, se cuenta con hechos indicantes debidamente probados que generan indicios graves, convergentes y concordantes que permiten afirmar que en este caso y bajo la fórmula de coautoría impropia funcional explicada en el apartado 6.11 de esta decisión, llevan a concluir que por vía indirecta se probó la responsabilidad de los acusados PLC y LHJO como coautores de las conductas de falsedad en documento privado y fraude procesal por los cuales fueron acusados, cuya responsabilidad no se podía desechar como lo hizo el A quo, con el simple argumento de que los acusados no fueron los autores materiales de la falsificación de la huella y la firma del señor Gustavo de J. Martínez, pues resulta de elemental comprensión que en un caso como el presente ninguno de los incriminados iba a facilitar su huella para hacerla para como si fuera del señor Martínez, ni iba a imitar su rúbrica, y al tratarse de una negociación que solo favorecía sus intereses, necesariamente tuvieron que tener intervención en los hechos investigados para lo cual se acudió a los medios explicados con la prueba pericial introducida al juicio, que demandaron incluso el uso de una cedula de ciudadanía expedida a nombre de Yeison Ernesto Alzate Acevedo para suplantar al señor Martínez ante la Oficina de Tránsito de La Virginia, por lo cual se considera que se cuenta con prueba suficiente para considerar que los acusados fueron coautores bajo el rubro de coautoría funcional impropia, antes referido, de la conducta descrita y sancionada por el artículo 289 del CP, en lo relativo a la falsificación por adición y el uso de un documento privado, lo que implicó su dominio del hecho por tener interés directo en el traspaso irregular de la buseta sobre la cual tenía un porcentaje del 50% el señor Gustavo de J. Martínez Zuleta con lo cual se modificó la relación jurídica de este ciudadano frente a ese bien.

6.18 Por lo tanto la Sala revocará el fallo recurrido en lo concerniente a la absolución de los procesados por el delito de falsedad en documento privado, con la salvedad de que la FGN no incluyó en el escrito de acusación la causal de agravación de esa conducta punible que contempla el inciso 2º del artículo 290 del CP, según el cual: “Si la conducta recae sobre documentos relacionados con medios motorizados, la pena se incrementará en las tres cuartas partes”, lo que impide aplicar esta causal especifica de agravación para fijar el plus punitivo de la conducta de falsedad en documento privado.

6.19 Finalmente debe decirse que la presente decisión resulta conforme con lo expuesto por esta Sala el 12 de marzo de 2019, dentro del proceso adelantado contra Nancy Aricapa por la conducta de homicidio agravado y porte ilegal de armas de defensa personal M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, radicado 665946000063 2013 00033-01, donde se dijo lo siguiente:
“... se hace necesario tener en cuenta que tanto la coautoría como la participación, acorde con lo establecido en los artículos 29 y 30 C.P. son unos dispositivos amplificadores del tipo que tienen como común denominador la intervención de varias personas en la comisión de la conducta punible, pero difieren en que los coautores, como consecuencia del principio de imputación recíproca, al participar en la comisión del injusto, ya sea de manera simultánea o con división de trabajo
, el delito perpetrado, del cual tienen el dominio del hecho, le es común a todos ellos. 

Sobre ese tópico, no está demás traer a colación lo que la Corte ha dicho:

“La figura de la coautoría comporta el desarrollo de un plan previamente definido para la consecución de un fin propuesto, en el cual cada persona involucrada desempeña una tarea específica, de modo que responden como coautores por el designio común y los efectos colaterales que de él se desprendan, así su conducta individual no resulte objetivamente subsumida en el respectivo tipo penal, pues todos actúan con conocimiento y voluntad para la producción de un resultado….”
. (Subrayas ex texto) 

6.20 A su vez, los mismos hechos indicantes referidos en el apartado 6.14 de esta decisión, conducen a esta Colegiatura a deducir la responsabilidad de los procesados por la conducta de fraude procesal descrita en el artículo 453 del CP, ya que la inscripción del documento espurio en la Oficina de Tránsito del municipio de La Virginia se hizo a través de la inducción en error de sus funcionarios por causa de la falsificación de la firma del señor Gustavo de J. Martínez Zuleta, lo que puede considerarse como el “delito medio” dirigido a propiciar la acción final buscada por los coautores del hecho, que no era otra que lograr la inscripción del traspaso del automotor de placas WMB-039 en favor del acusado LHJO, por lo cual no resulta de recibo lo manifestado por el A quo, para absolver a los procesados, en el sentido de que no era suficiente con demostrar el beneficio que cada uno de los denunciados obtuvo con el negocio de la buseta en mención, sino que se requería demostrar que eran autores o determinadores de ese acto contra la administración de justicia y que además fueron los que presentaron los documentos para el trámite respectivo en la Oficina de Tránsito de esa localidad.

6.20.1 Sin embargo en este caso esta Colegiatura considera que la prueba indiciaria que se relaciona en este fallo en contra de los acusados para considerarlos coautores del tipo de falsedad en documento privado, entendido como “delito medio” para hacer efectivo el traspaso del automotor en favor de LHJO, igualmente resulta ser indicativa frente a su responsabilidad por el delito de violación del artículo 453 del CP, ya que es claro que los acusados eran las únicas personas que podían reunir la documentación con la cual se materializaron los delitos investigados y que también fueron los únicos que resultaron favorecidos con esa negociación que incluyó la transferencia irregular de la cuota que poseía el señor Martínez en la buseta, a partir de lo cual se puede deducir su responsabilidad por el ilícito de fraude procesal, que contiene los siguientes supuestos de hecho y de derecho:

“El que por cualquier medio fraudulento induzca en error a un servidor público, para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, incurrirá en prisión de seis a doce años, multa de doscientos a mil salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco a ocho años.”

6.20.2 En ese sentido hay que indicar que en la sentencia CSJ SP del 24 de noviembre de 2014, radicado 41111, se manifestó lo siguiente sobre los elementos de ese delito que afecta el  bien jurídico de la administración de justicia:

“Para que se configure el delito contra el bien jurídico de la eficaz y recta impartición de justicia se requiere: i) el despliegue de un medio fraudulento, ii) con la capacidad de inducir en error a un servidor público, iii) utilizado para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley. 

Se trata de un punible de mera conducta que se perfecciona con el despliegue de maniobras engañosas idóneas para inducir en error sin que sea necesaria la obtención del resultado querido, cuyo efectos perduran en el tiempo mientras el mecanismo fraudulento incida en el accionar del servidor público. 

Inducir significa conducir, determinar, instigar o provocar el error mediante actos fraudulentos idóneos, de manera que los medios de engaño están referidos a los elementos de juicio que se pretenden hacer valer en un determinado diligenciamiento, así como a la trascendencia valorativa que el servidor público otorgue a los mismos para acceder o negar las pretensiones que se discuten, dentro del régimen probatorio correspondiente…”.

6.20.3 En ese sentido hay que indicar que pese a las reiteradas manifestaciones de los señores PLC y LHJO en el sentido de que no tuvieron nada que ver con los actos de traspaso del automotor ya que se limitaron a suscribir y presentar los documentos ante la agencia que hizo los trámites relacionados con la transferencia del vehículo que se adelantaron en esta ciudad, y que tampoco tuvieron intervención en lo relativo a la inscripción de esos documentos  ante la Oficina de Tránsito de La Virginia, la cual fue realizada por un tramitador de esa localidad, lo real es que los actos de falsificación de la huella y firma del señor Martínez, no tenían otro propósito que asegurar la transferencia del automotor en favor de LHJO, lo que se logró mediante la inducción en error a los servidores públicos de esa dependencia, quienes registraron tal acto con base en el documento de traspaso que fue falsificado en lo relativo a la firma y huella del señor Martínez luego de su fallecimiento, por lo cual los mismos hechos indicantes que fueron referidos para deducir la responsabilidad de los incriminados por la conducta de falsedad en documento privado permiten deducir su responsabilidad por la conducta contra la administración de justicia descrita en el artículo 453 del CP, bajo el criterio de coautoría funcional por dominio del hecho antes explicado, ya que es evidente que el interés que los animaba no era solamente el de falsificar la huella y firma del señor Martínez, sino el lograr que los empleados de esa oficina accedieran a registrar la compraventa de la totalidad de la buseta en la creencia de que esa negociación la habían celebrado PLC y Gustavo de J. Martínez como copropietarios del bien, al aparecer sus firmas como vendedores en el documento de traspaso, al tiempo que queda claro que los acusados se beneficiaron con ese acto jurídico, ya que de una parte PLC quería liberarse de la deuda que pesaba sobre el vehículo o en su defecto de la deuda que se había originado por causa de la compra de unas maquinarias para “Casinos El Faraón”, como lo dijo el señor LHJO al explicar los antecedentes del negocio controvirtiendo lo dicho por PLC, y por su lado el señor LHJO igualmente requería que la buseta quedara a su nombre, lo cual se materializó al registrarse el traspaso del vehículo, lo que incluso hizo posible la cesión en su favor del cupo que ese vehículo tenía en la empresa “Flota Occidental”, el cual realmente le pertenecía al señor Antonio de J. Martínez y que fue “cedido” a LHJO días después de que se inscribiera el traspaso del automotor con base en la falsificación de la firma y huella del señor Gustavo en el documento de traspaso del vehículo, por lo cual con base en la valoración de los hechos indicantes antes mencionados, se revocará igualmente la sentencia absolutoria que se dictó en contra de los procesados por el delito de fraude procesal.

7. SOBRE LA ABSOLUCIÓN DE LOS PROCESADOS POR EL DELITO DE ESTAFA.
7.1 En el caso de esta conducta punible hay que mencionar inicialmente que en el escrito de acusación, se consideró de manera genérica que las conductas atribuidas a los procesados habían generado un desmedro patrimonial para los herederos del señor Gustavo de J. Martínez, sin que se manifestara ni siquiera la cuantía de la misma, por lo cual la única información existente al respecto es la contenida en la denuncia formulada por Jhon Alejandro Martínez Franco, quien estimó que el desmedro económico sufrido por los herederos del señor Martínez Zuleta ascendía a la suma de $40.00.000 equivalentes a la mitad del valor del vehículo transferido, más los perjuicios causados.

7.2 En ese orden de ideas se entiende que si la defraudación patrimonial provino de las conductas de falsedad en documento privado y fraude procesal por las cuales se dicta la sentencia condenatoria de reemplazo, en razón a los actos atribuidos a los procesados, que generaron la inducción en error de los funcionarios de la Oficina de Tránsito del municipio de La Virginia, no existe evidencia que demuestre la comisión de la conducta descrita en el artículo 246 del CP, ya que esta norma exige que se induzca o se mantenga en error al afectado por medio de artificios o engaños y esta situación no se puede predicar frente a los descendientes del señor Martínez.  

7.3 En ese sentido hay que manifestar que de la denuncia y el testimonio de Jhon Alejandro Martínez Franco se desprende lo siguiente en lo que atañe a la conducta contra el patrimonio económico: i) su padre le administraba unos vehículos a PLC y en el año 2006 concretaron un negocio de una compra de una buseta que estaba afiliada a “Flota Occidental”, ya que su progenitor le propuso a PLC que la adquirieran porque le habían regalado un cupo en esa empresa; ii) PLC pagó la cuota inicial del vehículo que era la suma de $20.000.000 millones de pesos; iii) su padre luego le reconoció al señor PLC los $10.000.000 que le correspondían; iv) la propiedad del automotor era por partes iguales; v) su padre administró el vehículo durante 4 o 5 meses, entre diciembre de 2006 y mayo de 2007, hasta que se enfermó por una insuficiencia renal y un problema en el corazón; vi) el 19 de mayo de 2007 cuando su padre estaba en un centro de salud PLC le dijo que necesitaba la tarjeta de propiedad del carro la cual le entregó, luego de que este le manifestara que se iba a hacer cargo de pagar las cuotas y administrar la buseta, con la cual no volvió a tener contacto el señor Gustavo; vii) la buseta aparecía matriculada a nombre del Gustavo Martínez y PLC; viii) posteriormente se enteró de la falsificación del documento de traspaso en lo relativo a la firma de su padre, quien no recibió ninguna suma como producto de la inversión que hizo en ese automotor que ascendió a los $10.000.000 que le pagó a PLC como su aporte a la cuota inicial más el cupo de la buseta y el saldo restante que era por “alistamiento”; ix) no tuvo conocimiento sobre si su padre conocía al señor LHJO o viceversa, ni de que existiera algún documento que hubiera suscrito don Gustavo con PLC; xi) desde que el vehículo salió a trabajar tuvo conocimiento de que las cuotas se pagarían con su producido; xii) el conductor de ese automotor recogía los tiquetes que eran entregados a la empresa y esta consignaba a la cuenta que tenían su progenitor y PCL; xiii) el producido neto del automotor era de $2.800.000 o $3.000.000 según lo que le dijo su padre; y xiv) PLC solamente pago la cuota inicial de ese automotor.

7.4 Sobre el mismo tema declaró la señora Gloria Franco Barco, esposa del señor Gustavo Martínez Zuleta, quien confirmó lo expuesto por su hijo sobre las circunstancias en que PLC y su marido hicieron la sociedad para adquirir el vehículo, indicando que el señor PLC colocó los $20.000000 de la cuota inicial y su cónyuge aportó el cupo de la empresa Flota Occidental, y pagó su parte de los $20.000.000 quedando pactado que lo que produjera la buseta era para pagar las 48 cuotas que se quedaron adeudando en cuantía de $2.500.000 mensuales sin que existiera ningún documento que soportara esa negociación.

La misma declarante expuso que a partir del mes de mayo de 2007 y por la afectación de la salud de su esposo este le entregó a PCL la administración del vehículo, por lo cual don Gustavo no se volvió a enterar del producido de la buseta porque estaba muy mal y prácticamente vivía en la clínica, hasta que se enteraron sobre la transferencia irregular del automotor, indicando que su marido nunca le dijo que le hubiera vendido su parte en el carro a PLC y que su acuerdo fue verbal porque eran muy amigos, y que tampoco recibió cuentas del producto del vehículo por parte de su socio.

7.5 Sobre el tema de la propiedad de la buseta se cuenta con la versión entregada en el juicio por PLC quien expuso lo siguiente al respecto: i) tenía una antigua relación de amistad con Gustavo Martínez desde el año 2003, por sus actividades políticas y porque el señor Martínez le administró varios vehículos de su propiedad; ii) en el año 2006 don Gustavo le dijo que compraran una buseta en compañía, para lo cual el pago a suma de $20.000.000 como cuota inicial; iii) el señor Martínez nunca le pudo pagar su aporte por valor de $10.000.000; iv) para los años 2007 y 2008 el negocio de las busetas decayó por problemas de orden público, por lo cual no pudo pagar las cuotas de sus vehículos propios ni del que tenía en compañía con el señor Gustavo; v) cuando ya adeudaban cuotas por valor de $24.000.000, tomaron la decisión de venderla y se presentó la oportunidad de transferirla al señor LHJO quien se encargó de pagar las 30 cuotas que faltaban, y otros rubros que sumaban casi $104.000.000 y su socio quedo como administrador de ese vehículo según lo convenido con el comprador; vi) como consecuencia de la incapacidad económica de don Gustavo, le correspondió asumir los pagos de las cuotas mensuales del vehículo; vii) como la buseta no dio los rendimientos esperados la firma vendedora trasladó el cobro de las cuotas a una empresa de abogados que lo conminó varias veces para que se pusiera al día y luego le expresaron no solo que le iban a embargar la buseta sino que iban a afectar su patrimonio personal ya que la obligación iba en $104.000.000 millones sin que el señor Gustavo hubiera hecho algún aporte para ponerse al día en el pago de esa obligación, fuera de que el producido del automotor no alcanzaba a $800.000 mensuales frente a una cuota de $2.500.000 mensuales, por lo cual hizo la venta del automotor en el mes de agosto de 2008 mediante un documento que suscribió con LHJO; viii) ese negocio fue conocido por el señor Martínez, porque en el mes de agosto de 2008 le hizo entrega de la buseta al señor LHJO y como este le dijo que no sabía de carros, le manifestó que su socio era administrador de vehículos y que tenía la capacidad de seguirle administrando el vehículo, sobre lo cual existía una certificación de la empresa Flota Occidental donde se indicaba que los ingresos del automotor se siguieron consignando al señor Gustavo hasta el mes de mayo de 2010; ix) en razón del monto de la deuda del vehículo fue que se hizo esa transferencia a LHJO quien quedó comprometido a pagar las cuotas restantes del bien; x) se había firmado un pagaré por valor de $79.000.000, pero la sociedad con el señor Gustavo no pudo cumplir sus fines ya que este no hizo ningún aporte, y cada mes que pasaba se estaban atrasando en una cuota, y cuando no alcanzaba lo que consignaba “Flota Occidental” se debía complementar el valor de la obligación; xi ) como don Gustavo era el administrador de los carros le consignaban a él, y este pagaba las cuotas; y xii) la sociedad que hizo con el citado ciudadano fue verbal y no a través de un documento . 

8.6 Como el tema puntual a decidir es si los procesados LHJO y PLC obtuvieron un provecho económico derivado de la venta del citado automotor, hay que manifestar que siguiendo la narrativa del escrito de acusación tal hecho debe vincularse al traspaso del vehículo de placas WBM 039, que incluyó la cuota del señor Gustavo de J. Martínez, con base en el formulario que fue falsificado en lo relativo a su huella y su firma conforme al acto celebrado el 28 de septiembre de 2012 en las circunstancias ya mencionadas, mas no a actos constitutivos del contra jus de estafa.

7.7 Para ahondar más en el asunto, hay que tener en cuenta que aunque el señor LHJO manifestó en su declaración en el juicio que había recibido la buseta en mención de manos de PLC, como pago por un préstamo de un dinero que había entregado en mutuo para ser invertido en unas máquinas para un casino donde el vendedor del vehículo tenia parte, igualmente se debe tener en cuenta la declaración que entregó PLC en el juicio, según la cual se vio en la obligación de vender la buseta a LHJO porque no estaba capacidad de cancelar el valor de las cuotas que se adeudaban a la empresa que les vendió ese vehículo, situación que era conocida por el señor Gustavo de J. Martínez quien no tenía capacidad económica para colaborarle con esos pagos atrasados.

7.7.1 En ese orden de ideas hay que manifestar que lo expuesto por el señor PLC encuentra sustento en las pruebas que su defensor presentó en el juicio que demuestran lo siguiente: i) según los recibos de la empresa “Non Plus Ultra”, PLC canceló a la empresa “Autopartes Diesel Risaralda”, las sumas correspondientes a la cuota inicial del automotor que había adquirido con Gustavo Martínez Zuleta, por valor de $20.000.000
; iii) a partir del 10 de marzo de 2008 el señor PLC empezó a ser apremiado por la oficina “Aujurídica” para que se pusiera al día con el crédito contraído por la compra de la buseta
; y iv) para el año gravable 2007 la empresa Flota Occidental certificó ingresos brutos de la buseta WBM 039 por $23.880.840 a los cuales se le debían descontar las deducciones consignadas en ese documento por valor de $13.594.935
, correspondientes a gastos vehículos, gastos administrativos, descuento fondo de reposición año 2007 y cuentas por pagar. Para el año gravable 2008 esa misma empresa certificó como ingresos brutos de dicho automotor la suma de $22.848.040, que al realizar las deducciones aludidas arroja un saldo de $10.341.823,5 (fl. 232).
Lo anterior quiere decir que para los años 2007 y 2008, los propietarios del vehículo con placa WMB039 adscrito a la empresa tuvieron un ingreso neto de $23.936.776,5, por lo que se puede inferir que con dicha suma no se alcanzaban a cubrir las cuotas de $2.500.000 mensuales para el pago de dicho automotor.

7.7.2 Con base en estas evidencias se puede plantear que si se presentó en esos años una dificultad financiera para asumir el valor de las cuotas del automotor, por lo cual resultaba posible que el señor Gustavo Martínez hubiera autorizado el negocio que hizo PLC con LHJO el 15 de agosto de 2008, para que  este se hiciera cargo de la deuda contraída por la adquisición del automotor, por lo cual no existió demostración en este caso de cuáles fueron los artificios o engaños de que se valió PLC para lograr la anuencia de su socio para hacer ese negocio en virtud del cual LHJO recibió el automotor, fuera de que resulta extraño que el señor Martínez no hubiera hecho ninguna reclamación por ese hecho entre los años 2008 y 2012 y por el contrario le hubiera colaborado al nuevo dueño del vehículo en ese período, lo que lleva a descartar la existencia del delito de estafa, por los actos derivados del traspaso irregular de la cuota del señor Gustavo que se hicieron el 28 de septiembre de 2012 y que en consecuencia lo que se demostró fue que los acusados incurrieron en las conductas de falsedad en documento privado y de fraude procesal, para lograr hacer efectiva la transferencia de la buseta luego de la muerte del señor Martínez, a través de los medios ilegales antes relacionados, por lo cual no puede  deducirse su responsabilidad por la  presunta afectación del patrimonio económico de los herederos del señor Martínez, ya que con prescindencia de que no se hubiera formalizado el traspaso de su cuota en el vehículo, la prueba resulta indicativa de que por el atraso en los pagos de las cuotas de ese automotor, Gustavo Martínez pudo haber accedido a la negociación que se hizo desde el año 2008 con LHJO sobre lo cual no hizo ninguna reclamación desde el año 2008 hasta la fecha de su deceso, es decir por más de 4 años y por ende al no tener ningún derecho sobre ese vehículo, salvo la nuda propiedad desde que el bien fue entregado a LHJO, no existe prueba que demuestre la obtención de un provecho ilícito para sí o para un tercero que viene a ser el ingrediente subjetivo del tipo del artículo 246 del CP, lo que lleva a concluir que en este caso no se podía subsumir la conducta de los acusados en el tipo de estafa por falta de prueba de las circunstancias modales de ese delito y del componente subjetivo del mismo, lo que lleva a confirmar el fallo de primer grado en ese aspecto puntual.
7.7. Igualmente debe mencionarse que aunque se podría deducir una afectación del patrimonio económico de los herederos del señor Martínez, derivada de la cesión ilegal de su cupo de vinculación a la empresa “Flota Occidental” lo cual se hizo luego del traspaso irregular de la buseta en favor de LHJO, quien en tal virtud quedó como propietario del automotor junto con su cupo, lo cual fue mencionado en el escrito de acusación, lo que se entiende es que no se llegó a ese acto a través de “artificios o engaños” para inducir o mantener a otro en error, según el componente descriptivo del artículo 246 del CP, sino por medio de la falsificación de la firma y huella de Gustavo de J. Martínez en el documento de traspaso del bien en favor de LHJO y con la correspondiente inducción en error de los funcionarios de la Oficina de Tránsito de La Virginia, y que por ende no se puede subsumir el citado acto de cesión dentro de la conducta sancionada por el artículo 246 del CP, por lo cual no le queda otro camino a esta Sala que confirmar la decisión adoptada en primera instancia frente a esta conducta punible.

8. SOBRE LA FIJACIÓN DE LA PENA A IMPONER A LOS PROCESADOS Y LO RELATIVO A SU STATUS DE LIBERTAD.

8.1 DOSIFICACIÓN DE LA PENA 

Como ya se estableció, los señores PLC y LHJO, incurrieron en los delitos de fraude procesal y falsedad en documento privado. 

Para dosificar la pena a imponer a los procesados se atenderá lo dispuesto por los artículos 60 y 61 del Código Penal, que señalan los parámetros que se deben tener en cuenta para la determinación de los mínimos y los máximos punitivos y los fundamentos para individualizar la pena.

Para determinar el monto total de la pena que deberán descontar los procesados, y como quiera que dentro de la presente causa se investiga la comisión de un concurso heterogéneo de conductas punibles, de conformidad con lo previsto en el artículo 31 del CP, inicialmente se debe establecer que el delito de fraude procesal contempla una pena más grave que el de falsedad en documento privado, ya que mientras la primera conducta enunciada prevé una pena de 72 a 144 meses de prisión, multa de 200 a 1000 smlmv, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 60 a 96 meses, la conducta contra la fe pública tiene prevista una pena de 16 a 108 meses de prisión. 

En consecuencia de lo anterior, los cuartos de pena de prisión para la norma de prohibición contenida en el artículo 453 del CP se fijan así:

PRIMER CUARTO: De 72 meses a 90 meses de prisión. 

CUARTOS MEDIOS: De 90 meses y 1 día a 126 meses de prisión. 

CUARTO MÁXIMO: De 126 meses y 1 día a 144 meses de prisión. 

Los cuartos de la pena de multa quedan así 

PRIMER CUARTO: De 200 a 400 SMLMV. 

CUARTOS MEDIOS: De 400 a 800 SMLMV.
CUARTO MÁXIMO: De 800 a 1000 SMLMV.
Respecto a la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, los cuartos quedarán de la siguiente manera: 

PRIMER CUARTO: De 60 meses a 69 meses

CUARTOS MEDIOS: De 69 meses y 1 día a 87 meses

CUARTO MÁXIMO: De 87 meses y 1 día a 96 meses

Como en el presente caso concurre la circunstancia de mayor punibilidad descrita en el artículo 58 numeral 10 del CP, no resulta posible fijar la pena en el mínimo del  primer cuarto de movilidad de la sanción fijada por la violación del artículo 453 del CP, por lo cual esta Colegiatura aplicará el monto mínimo de las penas establecidas en el segundo cuarto de movilidad, es decir: i) entre 90 meses y 1 día y 126 días de prisión; ii) multa de 400 a 800 smlmv; y iii) inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas entre 69 y 87 meses. Lo anterior siguiendo los lineamientos del inciso 2º del artículo 61 del CP. 

En ese sentido al concurrir una causal de atenuación punitiva, como la carencia de antecedentes penales de los procesados (artículo 55, numeral 1º del CP) se partirá del mínimo del segundo cuarto de pena, frente al delito contra la administración de justicia que en tal virtud será fijada en noventa (90) meses y un (1) día de prisión.

En virtud de que la conducta anteriormente enunciada concurre con el tipo de falsedad en documento privado, se realizará el incremento respectivo tal y como lo señala el artículo 31 del CP, que en el caso sub judice será de seis (6) meses por la conducta contra la fe pública respecto a la pena de prisión, y en igual proporción se realizará el aumento frente a la pena de multa y inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones pública. 

Por lo tanto los acusados deberán purgar las siguientes penas: i) 96 meses y 1 día de prisión; ii) multa de 400 smlmv, ya que el tipo del artículo 289 del CP no comporta sanción pecuniaria; y iii) inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso de 73 meses y 15 días. 

9. SOBRE SUBROGADOS PENALES Y OTRAS DECISIONES.

9.1 El artículo 63 del Código Penal (en su redacción vigente para fecha de los sucesos) indicaba que la ejecución de la pena privativa de la libertad podía ser suspendida, siempre que concurrieran dos requisitos a saber: i) uno de orden objetivo relacionado con las pena de prisión que no debía superar los 36 meses; y ii) una exigencia subjetiva que tenía que ver con el análisis efectuado por el fallador sobre las condiciones sociales y familiares del sentenciado, así como de la modalidad y gravedad de la conducta, cuando sean estos indicativos de que no existe necesidad de la ejecución de la pena. 

Estos requisitos resultan ser concurrentes y como en este asunto la pena impuesta superó los 4 años de prisión, que es el nuevo límite objetivo fijado en el artículo 29 de la Ley 1709 de 2014 que modificó el artículo 63 del C.P., se concluye que no es posible reconocer ese beneficio a los sentenciados.

9.2 En lo que atañe a la concesión de la prisión domiciliaria y con base el texto del artículo 38 del CP para la fecha de los hechos, hay que manifestar que la redacción actual de esa norma es más favorable ya que el artículo 38 B de CP, adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 2014, establece como uno de sus requisitos: “1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de ocho (8) años de prisión o menos” 

Igualmente se debe tener en cuenta que el artículo 68 A, con sus adiciones y modificaciones (Ley 1142 de 2007, artículo 32, Ley 1453 de 2011, artículo 28, Ley 1474 de 2011, artículo 13, Ley 1709 de 2014 artículo 32 y Ley 1733 de 2016), hace referencia de manera explícita a los delitos excluidos de los beneficios de suspensión condicional de la ejecución de la pena y prisión domiciliaria, dentro de los cuales no se encuentran las conductas punibles de fraude procesal y falsedad en documento privado, cuyas penas mínimas individuales no exceden de 8 años de prisión. 
Por lo tanto, al reunirse los requisitos de los numerales 1 a 3 del artículo 38B del CP se concederá la prisión domiciliaria a los procesados quienes para el efecto deberán constituir caución prendaria equivalente a cuatro SMLMV para el año 2015 y suscribir la diligencia ordenada por el artículo 65 del C.P.

10. SOBRE LA POSIBILIDAD DE DIFERIR LA EJECUCIÓN DE LA PENA IMPUESTA A LOS PROCESADOS:

En lo relativo a la ejecución de la pena impuesta a los procesados bajo la modalidad de internación en el lugar de domicilio, se hacen las siguientes consideraciones relacionadas con la aplicación del artículo 450 del CPP:

10.1 La norma en mención dispone lo siguiente:

“Si al momento de anunciar el sentido del fallo el acusado declarado culpable no se hallare detenido, el juez puede disponer que continúe en libertad hasta el momento de dictar sentencia.

Si la detención es necesaria, de conformidad con las normas de este código, el juez la ordenará y librará inmediatamente la orden de encarcelamiento” 

10.2 En atención al contenido de esa disposición, la Sala debe hacer referencia a lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia C-342 del 24 de mayo de 2017, donde se hizo control abstracto de la norma antes citada y se dijo lo siguiente:

“11.1. La Corte resolvió la demanda formulada por un ciudadano en contra de algunas expresiones contenidas en el artículo 450 de la Ley 906 de 2004, que contiene el Código de Procedimiento Penal, el cual dispone que el juez al momento de dar el sentido del fallo, podrá ordenar la detención del procesado si esta resulta necesaria. El accionante señaló que tales enunciados vulneran el derecho a la libertad personal y algunas de las garantías del debido proceso, como el acceso a la segunda instancia mediante recurso judicial efectivo y la presunción de inocencia. La Sala consideró que es necesario efectuar la integración normativa con la totalidad del artículo demandado, pues de no hacerlo, la eventual declaratoria de inexequiblidad de las expresiones implicaría que los apartes que no fueron acusados perderían la posibilidad de producir efectos jurídicos.

11.2. Como primer asunto la Sala se refirió al amplio espacio de configuración del legislador para regular los procedimientos judiciales, así como los límites del mismo. Señaló que se funda en lo dispuesto por los numerales 1° y 2° del artículo 150 de la Constitución, que consagran la cláusula general de competencia del Congreso de la República, que le permite regular los procedimientos judiciales y administrativos. Adicionalmente la Sala identificó cuatro límites de esa facultad configurativa, precisados entre otras, en la Sentencia C-319 de 2013, siendo estos
: (i) la fijación directa, por parte de la Constitución, de determinado recurso o trámite judicial; (ii) el cumplimiento de los fines esenciales del Estado y particularmente de la administración de justicia; (iii) la satisfacción de principios de razonabilidad y proporcionalidad; y (iv) la eficacia de las diferentes garantías que conforman el debido proceso y el acceso a la administración de justicia. La norma demandada respeta dichos límites. 

11.3. En segundo término, la Corte verificó los derechos que el demandante señaló como violados. Respecto de la libertad personal, la Corporación señaló que se trata de un principio y derecho fundamental, que para su protección cuenta con las garantías de la reserva legal y la reserva judicial, precisando que las medidas privativas de la libertad son de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. En lo que tuvo que ver con el debido proceso, se afirmó que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Interamericana
 y de la Corte Constitucional
, el derecho al recurso judicial efectivo supone la existencia de mecanismos procesales accesibles y eficaces que permitan el control y la revisión de las decisiones judiciales, cuando los afectados consideren vulnerados sus derechos. Finalmente y en relación con la presunción de inocencia, la Sala determinó desde su jurisprudencia
, que se trata de un principio constitucional, un derecho fundamental y una de las garantías del debido proceso, de acuerdo con la cual, la persona sometida a proceso penal deberá ser tratada como inocente mientras no se demuestre lo contrario, a través de un proceso en el que se le haya declarado judicialmente responsable mediante sentencia ejecutoriada.

11.4. Finalmente se procedió a la solución del caso, para lo cual la Corporación afirmó que la interpretación hecha por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, según la cual el fallo condenatorio consiste en un acto jurídicamente complejo dentro del sistema acusatorio adoptado por la Ley 906 de 2004, es constitucionalmente consistente, en el sentido de integrar como una unidad conceptual el anuncio del sentido del fallo y el texto de la sentencia condenatoria que se emitirá después, lo que no excede los límites del amplio espacio de configuración del legislador para el establecimiento de los procedimientos judiciales.

11.5. En lo que tuvo que ver con el cargo de violación del derecho a la libertad personal, la Sala encontró que la orden de privación de la libertad establecida por el artículo 450 del Código de Procedimiento Penal respeta las garantías de la reserva judicial, la reserva legal y el carácter excepcional de las medidas privativas de la libertad, pues se trata de una medida que únicamente ocurre en el primer momento del acto jurídicamente complejo en que consiste la sentencia condenatoria. Para el efecto se precisó, que respecto de la necesidad de la detención, el inciso segundo del artículo 450 demandado debe asumirse en relación con los artículos 54 y 63 del Código Penal, que establecen los criterios y reglas para la determinación de la punibilidad y los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, y no con los criterios que deben ser considerados al decretar la medida de aseguramiento.

Igualmente consideró la Sala que esa orden de detención tampoco viola las garantías del debido proceso, pues el afectado cuenta con medios de control adecuados, como son la declaratoria de nulidad del sentido del fallo y de la orden de detención, y el recurso de apelación sobre la sentencia, en virtud del cual podrán ser impugnadas tanto la privación de la libertad, como la declaratoria de responsabilidad penal. Dentro de esta misma perspectiva se concluyó también, que la norma demandada no viola la presunción de inocencia, pues la detención excepcional que se ordena al anunciar el sentido del fallo, constituye una restricción de la libertad dictada por motivos de necesidad, en los términos antedichos. 

11.6. Como cuestión final la Corte reiteró que el juez de conocimiento tiene la obligación de evaluar todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate
. Por lo mismo, el funcionario debe asumir rigurosamente, que la privación de la libertad es excepcional y que más aún debe serlo la privación de la libertad intramural, por lo cual y de conformidad con la doctrina reconocida por la Corte, “las autoridades deben verificar en cada caso concreto la procedencia de los subrogados penales como la prisión o detención domiciliaria, la vigilancia electrónica y la libertad provisional, pues éstas desarrollan finalidades constitucionales esenciales en el Estados Social de Derecho”
. (Subrayas ex texto) 
10.3 En atención a las consideraciones antes mencionadas debe decirse que en este evento no podrían aducirse las razones mencionadas en el artículo 308 del CPP, que se relacionan con la imposición de una medida de aseguramiento, para ordenar la captura inmediata de los procesados, quienes se encuentran en libertad, ya que los supuestos de esa norma están relacionados con situaciones previstas en los numerales 1º a 3º de esa norma así: “1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia 2. Que el imputado constituya un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima “3. Que resulte probable que el imputado comparezca al proceso o que no cumplirá la sentencia”.

10.4 En ese orden de ideas como en el precedente citado se reafirma el carácter excepcional de la privación de la libertad, deben evaluarse una serie de circunstancias como las siguientes:

10.4.1 El señor PLC asistió a la audiencia de formulación de imputación, en la cual no aceptó cargos por las conductas que le fueron atribuidas. En ese mismo acto se declaró en contumacia al ciudadano LHJO
. Sin embargo del acta de esa audiencia se deduce que la delegada de la FGN no solicitó la imposición de ninguna medida de aseguramiento contra los vinculados.

10.4.2 Del acta de la audiencia de formulación de acusación que se celebró el 9 de octubre de 2015 se deduce la presencia en ese acto de PLC y la ausencia de LHJO.
  

10.4.3 El señor PLC asistió a la audiencia preparatoria. No se contó con la presencia del señor LHJO en ese acto. 

10.4.4 Los acusados estuvieron presentes en la sesiones del juicio oral celebradas los días 21 y 25 de mayo de 2016, y 3 de agosto de 2016 donde rindieron declaración.
 

10.5 Si bien en el caso sub examen podría aducirse que el señor LHJO no asistió a las audiencias iniciales del proceso tal situación no podría tomarse en su contra, ya que se trata del ejercicio de un derecho del procesado, fuera de que se acreditó su ánimo de comparecer al proceso dentro del cual rindió declaración en calidad de acusado.

10.6 Además de conformidad con los datos contenidos en el escrito de acusación
 los procesados tienen residencia conocida en esta ciudad, donde el LHJO ejerce su profesión como abogado en el ramo de bienes raíces, al tiempo que PLC se desempeña como contador público y empresario, lo cual aunado a la avanzada edad del señor LHJO quien frisa los 79 años de edad
, que incluso es un factor para concederle la prisión domiciliaria, según el inciso 2º del artículo 314 del CPP, llevan a aplicar lo expuesto en la sentencia C-342 de 2017 de la Corte Constitucional, donde se hace referencia a la necesidad de evaluar: “... todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate”, y en tal virtud se considera que en el presente caso no resulta indispensable la privación de la libertad de los procesados, que tiene carácter excepcional según el precedente mencionado, por lo cual su eventual detención a efectos de que descuenten la pena impuesta en la modalidad de internación domiciliaria, solo se hará efectiva, una vez cobre ejecutoria la presente decisión.

10.7 Sobre ese punto la Sala considera necesario aclarar que el presente caso presenta un contexto fáctico diverso al que correspondió a la decisión adoptada por el 6 de agosto de 2019 en el proceso tramitado contra la señora Sandra Milena García Pérez, por el delito de “omisión de agente retenedor o recaudador”, radicado 66001 6000 036 2010 03254 01, donde se revocó la sentencia absolutoria de primera instancia y se ordenó la captura inmediata de la procesada para que descontara la pena impuesta, con base en lo manifestado en CSJ SP del 17 de julio de 2019 radicado 54848, ya que en el proceso anteriormente referido: i) se procedía por un delito contra el bien jurídico de la administración pública; y ii) la procesada fue declarada persona ausente y nunca compareció al proceso.
11. SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 101 DEL CPP EN EL PRESENTE CASO.

11.1 En el caso en estudio, se acreditó plenamente que la cuota que tenía el señor Gustavo de J. Martínez sobre el vehículo de placas WMB 039 fue transferida de manera irregular con base en conductas de falsedad en documento privado y fraude procesal realizadas por los procesados PLC y LHJO, que propiciaron que posteriormente se hiciera cesión del cupo que tenía el señor Martínez en la empresa “Flota Occidental” para vincular ese automotor, derecho que posteriormente fue cedido al señor LHJO, como consecuencia de esas conductas punibles.

11.2 El artículo 101 del CPP dispone lo siguiente en su segundo inciso: “... En la sentencia se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida...”. 

11.3 En ese orden de ideas al estar probada la existencia de esas conductas punibles y la responsabilidad de los procesados PLC y LHJO como coautores de las mismas, se ordenará: i) la cancelación del acto de venta de la cuota que tenía el señor Gustavo de J. Martínez Zuleta sobre el vehículo de placas WBM–O039; i) la cancelación de la inscripción de ese traspaso ante la Oficina de Tránsito de La Virginia ( Rda); y iii) se dejará sin efectos la cesión del contrato de vinculación de ese automotor, conocido como “cupo”, a la empresa “Flota Occidental” que tenía el mismo señor Martínez que fue traspasado en favor del procesado LHJO y aceptado por esa compañía el 13 de septiembre de 2012.

11.4 Ahora bien, como estas determinaciones pueden afectar derechos de terceros, la Sala manifiesta que en este caso opera el criterio de la restitutio in pristinum, conforme a lo decidido en el precedente CSJ SP del 11 de diciembre de 2013, radicado 42737, donde se dijo lo siguiente:

“Del contenido de las sentencias citadas, se advierte que el restablecimiento del derecho (i) tiene su fundamento en la Carta Política (art. 250-6); (ii) su consagración legal como principio rector en el procedimiento penal de 2004 (art. 22) no sólo impone su aplicación obligatoria y prevalente sobre cualquier otra norma, sino que además irradia toda la normativa en mención y orienta la interpretación de las disposiciones que la integran; (iii) es intemporal y procede al margen de la responsabilidad penal que se establezca en la actuación; (iv) la cancelación de títulos de propiedad y registros obtenidos fraudulentamente (art. 101 ibídem) es una medida eficaz y adecuada para restablecer el derecho y garantizar la indemnización integral de las víctimas; (v) ésta se debe adoptar en la sentencia o en cualquier otra providencia que ponga fin al proceso penal, cuando aparezca demostrado más allá de toda duda razonable el carácter fraudulento de los títulos de propiedad; y, (vi) quienes resultaren afectados por la cancelación de los registros pueden concurrir al proceso penal para hacer valer su derecho, pero de todas formas el justo título que detenten se entenderá desvirtuado “al alcanzarse el ‘convencimiento más allá de toda duda razonable’ sobre el carácter fraudulento de dichos títulos”.

Las razones antes expuestas sustentan la aplicación del principio rector del restablecimiento del derecho en general, y de la medida de cancelación de títulos y registros obtenidos de manera fraudulenta en particular, aunque ello implique dar prevalencia a los derechos de la víctima del injusto por sobre los que detente el tercero de buena fe, porque además de la potísima razón que los fallos de constitucionalidad en mención señalan, en el sentido de que el delito por sí mismo no puede ser fuente lícita de derechos, se agrega otra relacionada con el que tienen las víctimas de la conducta punible a obtener justicia y reparación, el cual quedaría en vilo de aceptarse la tesis contraria.   

En ese entendido, demostrada la tipicidad objetiva de la conducta punible que da origen a la expedición de los títulos espurios y que a su vez posibilita la fraudulenta inscripción en el registro, el derecho del tercero a que se mantenga su titularidad sobre determinado bien, desaparece y, por ende, pierde cualquier relevancia frente al que le asiste a la víctima del injusto de que cesen los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, esto es, a como se encontraban antes de cometerse aquél.

Por ello, concurra o no al proceso penal el tercero de buena fe, si la Fiscalía acredita la falsedad del título que sirvió de fundamento al registro de negocios jurídicos posteriores al delito, procede la cancelación de uno y otro, subsistiendo en el tercero adquirente la posibilidad de acudir a la justicia civil a fin de obtener el resarcimiento de los perjuicios e indemnizaciones a que haya lugar por parte de quien le enajenó el bien, o, si es su deseo, intervenir en el incidente de reparación integral con el exclusivo fin de que el penalmente responsable le repare el daño causado con la conducta punible. 

Ahora bien, contrario a lo sostenido por el libelista, la Sala se ha referido en no pocas oportunidades a la tensión que surge entre los derechos de la víctima del delito y los de terceros que resultan afectados patrimonialmente a consecuencia de la medida de restablecimiento del derecho que se concreta, cuando de bienes sometidos a registro se trata, en la cancelación de los títulos y registros obtenidos fraudulentamente, donde de manera consistente y pacífica ha mantenido el criterio según el cual, sin excepción, prevalecen los derechos de aquella sobre los del tercero adquirente de buena fe. (…) 
Se concluye, entonces, que el restablecimiento del derecho y, por contera, las medidas que en su aplicación se adopten, como la prevista en el artículo 101 de la Ley 906 de 2004, atendida su consagración constitucional y legal como principio rector del procedimiento penal, (i) es de obligatorio cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales que tienen a su cargo el proceso; (ii) procede su aplicación en cualquier fase de la actuación a condición de que se cumplan las previsiones del citado precepto y las consignadas en la sentencia C-060 de 2008 de la Corte Constitucional; y, (iii) en todos los casos, sin excepción, prima el derecho de la víctima del delito a que se privilegie el título obtenido justamente, sobre el del tercero a que se mantenga un título derivado de un acto fraudulento, sin importar su condición, vale decir, si es de buena o mala fe, exenta o no de culpa.”

12. CONSIDERACIÓN ADICIONAL SOBRE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE CONFORMIDAD.

12.1 En reciente pronunciamiento del 3 de abril de 2019, la SP de la CJS mediante providencia AP1263-2019 radicado al No. 54.215, M.P. Eyder Patiño Cabrera, refirió:
“2.1. Con el Acto Legislativo 01 de 2018 se implementó en Colombia, además del principio de la doble instancia para los aforados, el derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria. Fue así como en el artículo 3°, por el cual modificó el 235 de la Carta Política, atribuyó a la Sala de Casación Penal (numeral 7), la competencia para conocer de la solicitud de doble conformidad de la primera condena proferida por los tribunales superiores o militares. Obsérvese:

Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:

(…)

7. Resolver, a través de una Sala integrada por tres Magistrados de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y que no hayan participado en la decisión, conforme lo determine la ley, la solicitud de doble conformidad judicial de la primera condena de la sentencia proferida por los restantes Magistrados de dicha Sala en los asuntos a que se refieren los numerales 1, 3, 4, 5 y 6 del presente artículo, o de los fallos que en esas condiciones profieran los Tribunales Superiores o Militares. 

(Negrillas fuera del texto original).

2.2. Es claro que para la fecha no se ha expedido la ley prevista en la aludida reforma, en la que se concrete el procedimiento que se debe llevar a cabo para asegurar la garantía de la doble conformidad frente a la primera sentencia condenatoria en segunda instancia (términos y recursos). 

Ese fue el motivo por el cual esta Sala consideró que, ante el vacío legal, el principio de doble conformidad podía garantizarse a través del recurso de casación, habida cuenta que, conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a recurrir el fallo va encaminado a permitir que la decisión adversa a los intereses del procesado sea revisada por una autoridad judicial distinta, que asegure la realización de un «examen integral de la decisión recurrida»
. 

2.3. Con ese propósito, flexibilizó los criterios para acceder al recurso y abrió paso para que, en sede extraordinaria, se estudiara la determinación de condena, conforme a las críticas formuladas por el impugnante. Fue así como, en algunas oportunidades, decidió inadmitir las demandas, pero en el mismo auto dedicó un acápite para examinar lo atinente a la doble conformidad (entre otros, CSJ AP2250-2018, rad. 49849; CSJ AP2248-2018, rad. 49898 y CSJ AP407-2018, rad. 49114); en otras ocasiones, las inadmitió por falencias de técnica, aunque -tratándose de asuntos seguidos al amparo del Código de Procedimiento Penal de 2004 (Ley 906)-, dispuso que, agotado el trámite de insistencia, regresara el expediente para emitir sentencia de fondo y así asegurar el derecho a la doble conformidad (entre otros, CSJ AP5344-2018, rad. 51860; CSJ AP5323-2018, rad.50867 y CSJ AP5318-2018, rad. 50782). Y, en los demás eventos, las admitió sin reparar en formalidades de técnica casacional, para resolver en sentencia sobre el fondo del asunto planteado (entre otras CSJ SP650-2017, rad. 48377; CSJ SP3764-2017, rad. 48544; CSJ SP11437-2017, rad. 48952; CSJ SP15773-2017, rad. 49013 y CSJ SP587-2017, rad. 49615); al interior de este último grupo, hubo eventos en los que revocó la condena y absolvió al procesado (CSJ SP3168-2017, rad. 44599 y SP5330-2018, rad. 51692).

2.4. Ahora bien, aunque la Sala reconoce que el asunto debe ser regulado por el Congreso de la República, es consciente de la imperiosa necesidad de asegurar ese derecho de rango constitucional, hasta tanto se expida la ley. Por consiguiente, atendiendo la finalidad integradora de la jurisprudencia, adoptará medidas provisionales orientadas a garantizar, de mejor manera a como se ha venido haciendo al interior de los procesos regidos por los códigos de Procedimiento Penal de 2000 (Ley 600) y de 2004 (Ley 906), el derecho a impugnar la primera condena emitida en segunda instancia por los tribunales superiores.

Para tal efecto, propenderá por la solución menos traumática y que implique una mínima intromisión en el ordenamiento jurídico vigente. En ese orden, dentro del marco procesal de la casación, resguardará así esa garantía: 

(i) Se mantiene incólume el derecho de las partes e intervinientes a interponer el recurso extraordinario de casación, en los términos y con los presupuestos establecidos en la ley y desarrollados por la jurisprudencia.

(ii) Sin embargo, el procesado condenado por primera vez en segunda instancia por los tribunales superiores, tendrá derecho a impugnar el fallo, ya sea directamente o por conducto de apoderado, cuya resolución corresponde a la Sala de Casación Penal. 

(iii) La sustentación de esa impugnación estará desprovista de la técnica asociada al recurso de casación, aunque seguirá la lógica propia del recurso de apelación. Por ende, las razones del disenso constituyen el límite de la Corte para resolver.

(iv) El tribunal, bajo esos presupuestos, advertirá en el fallo, que, frente a la decisión que contenga la primera condena, cabe la impugnación especial para el procesado y/o su defensor, mientras que las demás partes e intervinientes tienen la posibilidad de interponer recurso de casación.

(v) Los términos procesales de la casación rigen los de la impugnación especial. De manera que el plazo para promover y sustentar la impugnación especial será el mismo que prevé el Código de Procedimiento Penal, según la ley que haya regido el proceso -600 de 2000 o 906 de 2004-, para el recurso de casación. 

(vi) Si el procesado condenado por primera vez, o su defensor, proponen impugnación especial, el tribunal, respecto de ella, correrá el traslado a los no recurrentes para que se pronuncien, conforme ocurre cuando se interpone el recurso de apelación contra sentencias, según los artículos 194 y 179 de las leyes 600 y 906, respectivamente. Luego de lo cual, remitirá el expediente a la Sala de Casación Penal.

(vii) Si además de la impugnación especial promovida por el acusado o su defensor, otro sujeto procesal o interviniente promovió casación, esta Sala procederá, primero, a calificar la demanda de casación.

(viii) Si se inadmite la demanda y -tratándose de procesos seguidos por el estatuto adjetivo penal de 2004- el mecanismo de insistencia no se promovió o no prosperó, la Sala procederá a resolver, en sentencia, la impugnación especial. 

(ix) Si la demanda se admite, la Sala, luego de realizada la audiencia de sustentación o de recibido el concepto de la Procuraduría –según sea Ley 906 o Ley 600-, procederá a resolver el recurso extraordinario y, en la misma sentencia, la impugnación especial. 

(x) Puntualmente, contra la decisión que resuelve la impugnación especial no procede casación.

Ello porque ese fallo correspondiente se asimila a una decisión de segunda instancia y, tal como ocurre en la actualidad, contra esas determinaciones no cabe casación (cfr., entre otros pronunciamientos, CSJ AP6798-2017, rad. 46395; CSJ AP 15 jun. 2005, rad. 23336; CSJ AP 10 nov. 2004, rad. 16023; CSJ AP 12 dic. 2003, rad. 19630 y CSJ AP 5 dic. 1996, rad. 9579).

(xi) Los procesos que ya arribaron a la Corporación, con primera condena en segunda instancia, continuarán con el trámite que para la fecha haya dispuesto el magistrado sustanciador, toda vez que la Corte, en la determinación que adopte, garantizará el principio de doble conformidad.”

12.2 Por las razones antes mencionadas esta Corporación anuncia que de formularse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del CPP, en lo relativo a ese trámite. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley;

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia dictada el 27 de septiembre de 2016, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, mediante la cual se absolvió a los señores LHJO y PLC por los delitos fraude procesal, falsedad en documento privado y estafa. 
SEGUNDO: CONFIRMAR lo referente a la absolución de los procesados por la conducta punible de estafa prevista en el artículo 246 del CP. 

TERCERO: CONDENAR a los señores LHJO y PLC por los delitos de fraude procesal y falsedad en documento privado. En consecuencia se impone a los acusados la pena de 96 meses y 1 día de prisión, multa equivalente a 400 SMLMV para el año 2012, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de 73 meses y 15 días.
CUARTO: NEGAR a LHJO y PLC, la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión por lo expuesto en el acápite 9.1 de esta providencia.

QUINTO: La pena privativa de la libertad impuesta deberá cumplirse en prisión domiciliaria, para lo cual los sentenciados deberán constituir caución prendaria en cuantía de cuatro (4) SMLMV. En consecuencia se librarán las órdenes de captura una vez cobre ejecutoria la presente decisión según el apartado 10 de este proveído. 
SEXTO: De conformidad con lo considerado en el apartado 11 de esta decisión se ordena: i) la cancelación del acto de venta de la cuota que tenía el señor Gustavo de J. Martínez Zuleta sobre el vehículo de placas WBM –O039; i) la cancelación de la inscripción de ese traspaso ante la Oficina de Tránsito de La Virginia (Rda); y iii) se deja sin efectos la cesión del contrato de vinculación de ese automotor, conocido como “cupo”, a la empresa “Flota Occidental” que tenía el mismo señor Martínez que fue traspasado en favor del procesado LHJO y aceptado por esa compañía el 13 de septiembre de 2012.

SÉPTIMO: Contra la presente decisión proceden los recursos de apelación, con base en el principio de la doble conformidad referido en el ítem 12 de esta providencia y de casación. De formularse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del CPP, en lo relativo a ese trámite. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sesión del.5 de septiembre de 2016 a partir de H.00.25.06 


� El mutuo acuerdo para la práctica unanimidad de la doctrina es la conexión subjetiva entre los diferentes intervinientes en una conducta y que persigue como fin último, como objetivo común, la realización del hecho. Para la consecución conjunta de este objetivo, resulta evidente que los diferentes intervinientes deberán coordinar, en mayor o menor medida, sus aportaciones al hecho. Victoria García del Blanco. La coautoría en derecho penal, Valencia, Tirant lo Blanch, 2006. página 381.


� Aunque enseguida conoceremos las excepciones, es algo generalmente aceptado que, para que haya coautoría, debe existir, como nexo subjetivo entre los actuantes, un plan común, entendido éste como un mínimo acuerdo entre los coautores, una coincidencia de voluntades, una resolución común del hecho, en definitiva, un dolo común en el sentido en que hablé de tal al tratar la teoría del acuerdo previo, sin que sea necesario un detallado plan o un acuerdo previo. Miguel Díaz y García Conlledo, La autoría en derecho penal, Barcelona, Editorial PPU, 1991, página 653.	


� En segundo lugar, debe mediar una contribución, un aporte objetivo y esencial al hecho, de tal manera que éste sea producto de la división del trabajo entre todos los intervinientes, por ello se requiere un dominio funcional del hecho, pues cada uno debe ser una pieza fundamental para llevar a cabo el plan general. Por lo tanto, no se precisa que cada concurrente realice totalmente la acción típica, pero si es necesario a no dudarlo que el aporte esencial se lleve a cabo en la fase ejecutiva de la misma, pues de lo contrario se estarían penando aportaciones en las fases previas en contravía de un derecho penal de acto. Fernando Velásquez Velásquez, Derecho Penal, Medellín, Editorial Comlibros, 2009, página 902.


� Miguel Díaz y García Conlledo, La autoría…, ob., cit. página 656.


� Maria Gutiérrez Rodríguez. La responsabilidad penal del coautor, Valencia, Editorial Tirant lo Blanch, 2001, páginas 167 y 168.


� Victoria García del Blanco, La coautoría…, ob. cit., página 458.


� Folios  153 a 155 


� Folos 161 a 169 


� La renuncia a la vieja dicotomía –que parecía dar en un callejón sin salida- fue promovida por el finalismo, que ensayó su teoría final objetiva, sobre la base del dominio del hecho, y que puede considerarse seguida por la doctrina mayoritaria, siendo hasta hoy la más fructífera en cuanto a soluciones razonables. Conforme a ella, autor es quien domina el hecho, que retiene en sus manos el curso causal, que puede decidir sobre el sí y el cómo o –más brevemente dicho- quien puede decidir la configuración central del acontecimiento. De varios concurrentes en un hecho, es autor el que actúa con una plenitud de poder tal que es comparable con la del autor individual. Con todo, corresponde recordar el recorte de orden objetivo derivado de la función conglobante de la tipicidad mediante la posibilidad de que una obra sea imputada al agente como propia, a través de la hipótesis de la dominabilidad. En efecto, autor y hecho son términos de un juicio analítico y no sintético, pues sin dominio del hecho no hay autoría dolosa, pero toda vez que sin la  de dominio del hecho es sobreabundante interrogarse acerca de la existencia real y efectiva del dominio, resulta que la dominabilidad es el presupuesto objetivo del dominio.


El dominio del hecho no puede ser concebido desde una caracterización amplia del fenómeno, lo que obedece a que siempre el dominio del hecho se presenta en forma concreta, que puede ser la de dominio de la acción, de dominio funcional del hecho o de dominio de la voluntad. A.- el dominio de la acción es el que tiene el autor que realiza el tipo de propia mano; b.- el dominio funcional del hecho es la idea central de la coautoría, cuando se presenta en la forma de una división de la tarea en la etapa ejecutiva; y c.- el dominio de la voluntad es la idea decisiva de la autoría mediata, y es el que tiene lugar cuando se domina la voluntad de otro, o es por necesidad o por error” Eugenio Raúl Zaffaroni,  Derecho…, ob., cit, páginas 741 y 742.


� Claus Roxin, Autoría y dominio del hecho, Madrid, Editorial Marcial Pons, 1998, páginas 567 y 568.


� Sólo quien domine el hecho, aquel que “tenga las riendas del acontecimiento típico”, el sujeto que “se encuentre en la situación real de dejar correr, detener o interrumpir, por su comportamiento, la realización del tipo”, --como precisa Maurach— puede ser tenido como autor, mientras partícipe es aquel que simplemente presta una ayuda o brinda un apoyo que no es de significativa importancia para la realización del tipo de injusto.


En tanto “autor es quien, como “figura central” (figura clave) del suceso, tiene el dominio del hecho conductor conforme a un plan y de esta manera está en condiciones de frenar o no, según su voluntad, la realización del tipo, partícipe es quien sin tener el dominio propio del hecho, causa o de cualquier manera promueve, como “figura marginal” del suceso real, la comisión del hecho”, agrega Wessels (…)


En síntesis, autor es, según este enfoque, quien ejerce el dominio sobre el hecho material, conduciéndolo mediante una contribución objetiva –y aún valorativa- de sensible importancia (…)


Se dice que esta teoría está directamente vinculada a la teoría final de acción, lo que indudablemente es cierto porque fue admitida y sistematizada por Welzel en 1939, pues “ante el fracaso de las posiciones extremas (objetiva y subjetiva) surge la teoría final objetiva (a propósito de la material objetiva). O para decirlo mejor, la teoría final objetiva es la misma del “dominio del hecho”, en tanto hay por parte del sujeto preordenación al fin objetivo (negrillas fuera del texto).


Pero mientras este proceso doctrinario sucedió en efecto, no se puede en cambio compartir que el dominio del hecho vaya nada más que hasta el “supuesto del hecho” como lo precisa Stratenwerth, discípulo de Welzel, porque esa limitación a la parte objetiva del comportamiento, con algunas excepciones que exigen complementos (ánimos especiales y calificaciones del sujeto), conduce a innumerables dificultades sistemáticas que hasta ahora no han podido resolver armónicamente la doctrina, dado que no hay aún una corriente de opinión vigorosa en torno a las propuestas planteadas” (…)


La teoría del “dominio del hecho”, pues, alude al dominio del supuesto de hecho típico, sin tocar lo atinente al injusto y su conocimiento. Mario Salazar Marín, Teoría…, ob. cit., páginas 429, 430, 434 y 435.


� “A pesar de que un concepto jurídico se considera “más preciso y más apropiado para la subsunción judicial cuanto más descriptivo, esto es, cuanto más se refiere a objetos perceptibles sensorialmente, computables y mensurables, susceptibles de ser averiguados mediante un sencillo juicio de verificación y en esa medida “exentos de valoración”, nuestro punto de vista es diferente. Pues en lugar de resolver en esta obra lo de autor y partícipe en el tipo con el supuesto de hecho y con una visión objetivo-descriptiva con un descolorido contenido subjetivo (dolo sin conciencia del injusto), lo decidimos dentro del contexto de un injusto mixto en que el autor domina sus frentes objetivo y subjetivo, precisamente porque “los elementos conceptuales descriptivos por sí solos no pueden captar el contenido de significado” Mario Salazar Marín, Teoría…, ob. cit., página 437.


� El mutuo acuerdo para la práctica unanimidad de la doctrina es la conexión subjetiva entre los diferentes intervinientes en una conducta y que persigue como fin último, como objetivo común, la realización del hecho. Para la consecución conjunta de este objetivo, resulta evidente que los diferentes intervinientes deberán coordinar, en mayor o menor medida, sus aportaciones al hecho. Victoria García del Blanco. La coautoría en derecho penal, Valencia, Tirant lo Blanch, 2006. página 381.


� Aunque enseguida conoceremos las excepciones, es algo generalmente aceptado que, para que haya coautoría, debe existir, como nexo subjetivo entre los actuantes, un plan común, entendido éste como un mínimo acuerdo entre los coautores, una coincidencia de voluntades, una resolución común del hecho, en definitiva, un dolo común en el sentido en que hablé de tal al tratar la teoría del acuerdo previo, sin que sea necesario un detallado plan o un acuerdo previo. Miguel Díaz y García Conlledo, La autoría en derecho penal, Barcelona, Editorial PPU, 1991, página 653.	


� En segundo lugar, debe mediar una contribución, un aporte objetivo y esencial al hecho, de tal manera que éste sea producto de la división del trabajo entre todos los intervinientes, por ello se requiere un dominio funcional del hecho, pues cada uno debe ser una pieza fundamental para llevar a cabo el plan general. Por lo tanto, no se precisa que cada concurrente realice totalmente la acción típica, pero si es necesario a no dudarlo que el aporte esencial se lleve a cabo en la fase ejecutiva de la misma, pues de lo contrario se estarían penando aportaciones en las fases previas en contravía de un derecho penal de acto. Fernando Velásquez Velásquez, Derecho Penal, Medellín, Editorial Comlibros, 2009, página 902.


� Miguel Díaz y García Conlledo, La autoría…, ob., cit. página 656.


� Eugenio Raúl Zaffaroni, Derecho, ob. cit., páginas 752 y 753.


� Folios 79 a 80 


� Folio 148n


� Cfr. CSJ AP, 25 oct. 2017. Rad. 48086.


� Cfr, CSJ SP, 27 may. 2004. Rad. 19697 y CSJ SP, 30 may. 2002. Rad. 12384.


� Cfr. CSJ, SP, 22 de enero de 2014. Rad. 38725.


� Cfr. CSJ SP, 2 jul. 2008. Rad. 23438.


� CSJ SP, 21 sep. 2000. Rad. 12376.


� CSJ SP, 9 mar. 2006. Rad. 22327.


� “Consagración legal.- Este principio se encuentra establecido en el código de procedimiento penal en las disposiciones que a continuación se relacionan:


--. El artículo 372 cuando estipula que son fines de las pruebas “llevar al conocimiento del juez, mas allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia del juicio y los de la responsabilidad penal del acusado, como autor o partícipe”. Esta norma manda al juez en el desarrollo de la actuación imponerse a través de las pruebas de los hechos y circunstancias materia del juicio y de la responsabilidad, prohibiéndole de manera implícita usar su propio conocimiento para dar por probados esos tópicos que constituyen la esencia de la controversia en el proceso penal”


--. En el inciso 2º.- Del artículo 435 cuando sentencia: “En ningún caso el juez podrá utilizar su conocimiento privado para la adopción de la sentencia a que hubiere lugar”. La prohibición en esta disposición de (no) utilizar el conocimiento privado para fallar es expresa. Al mismo tiempo, muy clara la exigencia de fundamentar la sentencia en las pruebas que se alleguen a la actuación procesal”


..- En el artículo 344 que se refiere al descubrimiento de la prueba, porque esta figura implica también la necesidad de probar la acusación. En los artículos 353 y 356 nral. 5º. Que tratan sobre la aceptación total o parcial de cargos, ya que esas admisiones tienen como efecto sustraer los hechos admitidos a la regla general de la necesidad de la prueba. En el artículo 357 en cuanto prevé que las solicitudes probatorias en la audiencia preparatoria se admiten sobre los hechos de la acusación o de la defensa que requieren prueba. En el artículo 356 nral. 4º que consagra las estipulaciones probatorias como otra excepción a la necesidad de la prueba, en cuanto a los hechos a que ellas se refieren no van a ser objeto de la actividad probatoria en el juicio oral. Hay que aclarar que no es que los hechos materia de las estipulaciones probatorias escapen a la necesidad de la prueba. Es decir que no deban ser probados. Lo que ocurre es que no van a ser controvertidos en el juicio oral porque al ser aceptados por ambas partes se dan por probados”


“Consecuencias.- La aplicación de este principio conlleva las siguientes:


..- El conocimiento privado del juez o de los demás sujetos procesales no tiene efectos probatorios. El juez no puede ostentar simultáneamente con su labor juzgadora la calidad de testigo. La decisión judicial sólo puede pronunciarse sobre lo probado en el curso de la actuación. La evaluación de pruebas inexistentes vulnera este principio y constituye una irregularidad sustancial generadora de nulidad (artículo 457 inciso 1º.). El falso juicio de existencia al valorar la prueba viola este principio y da lugar a casación (art. 181 numeral. 3º). Este principio está íntimamente ligado al de legalidad. Cumple con la necesidad, la prueba practicada legalmente o de manera regular, esto es, por el sujeto competente, cuando su objeto es pertinente, el procedimiento o rito de su aducción es el previsto en la ley y la valoración se produce libremente”. Jesús Ignacio García Valencia, Conferencias sobre el Proceso Penal Acusatorio, Bogotá, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2005, páginas 165 a 167.


� “Su origen es muy variado. Los indicios pueden derivar de una inspección ocular policial o judicial, ordinariamente realizada tras la perpetración del hecho delictivo o durante la fase de investigación sumarial, pero también pueden proceder de cualquier declaración testifical o de la confesión del acusado, y asimismo de cualquier documento aportado al proceso” Carlos Climent Durán, La prueba penal, Valencia, Editorial Tirant lo Blanch, 1999, página 623.


� “Nótese cómo cualquier medio, instrumento u objeto que sirva a la búsqueda de la verdad, como meta del proceso penal, antes de que entre en escena el “juez”, se denomina “elemento material probatorio” o simplemente “elemento probatorio” (tales como armas, instrumentos, objetos, dinero, bienes, huellas o manchas y otros) también pueden constituir “informaciones” (entrevistas, declaraciones de eventuales testigos o interrogatorios a indiciados o informes de investigaciones de campo o de laboratorio). Así lo desarrolla el Código de Procedimiento Penal en el Libro II, títulos I y II (particularmente en el artículo 275 los enuncia) Ramiro Marín Vásquez, Sistema Acusatorio y Prueba, Ediciones Nueva Jurídica, Bogotá, 2004, página 33.


� “Los indicios han de estar plenamente probados. Si no lo estuviesen, y los indicios fuesen dudosos o inciertos, también sería dudoso o incierto el hecho presunto. En consecuencia, ha de obtenerse una prueba plena y completa de cada indicio, sin el menor asomo para la duda razonable. La prueba de indicios puede realizarse por cualquier medio probatorio, incluida otra presunción (con rechazo por tanto, del viejo aforismo parasumptio de praesumtione non praesumitur)”.


“La prueba de inspección ocular es la que, de ordinario, suele facilitar el hallazgo de indicios, al menos de los indicios iniciales con los que comenzar la instrucción de una causa, y que ulteriormente tendrán una gran eficacia probatoria durante el juicio oral. Pero los demás medios probatorios también aportan hechos indiciarios de relieve. Así puede ocurrir con una declaración o con un documento, una parte o aspecto de los cuales puede hacer alusión a un hecho indiciario que es relevante para el enjuiciamiento de la causa” Carlos Climent Durán, La Prueba…, ob. cit., página 638.


� Reyes Alvarado Yezid. La prueba indiciaria. Ed Reyes Echandia Abogados , 2ª Ed, Bogota 1989 Paginas 180 a 181.


� Folio 281


� Folio 132 


� Folio 133. 


� Modalidades de coautorías que han sido conocida tanto por la Jurisprudencia como por la Doctrina como coautoría propia e impropia. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 25 de julio de 2018. SP2981-2018. Rad. # 50394. M.P. LUIS ANTONIO HERNÁNDEZ BARBOSA. (Negrillas fuera del texto original).


� Ver recibos del 19 de julio de 2006 por $ 5.000 , folio  208; del 27 de septiembre de   2006 por $ 10.000.000 Folio 211 y del 10 de octubre del mismo año por $ 5.000.000  Folio  212  


� Folios 216 a 220, 218, 219, 


� Folio 230 


�Sentencia C-319 de 2013 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, consideración jurídica No. 5 


� Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores contra México. Sentencia de noviembre 26 de 2010. Serie C No. 220, párrafo 142. Este fallo reitera y precisa el precedente contenido en los casos Caso Baena Ricardo contra Panamá, citado en la sentencia de fondo del Caso de los 19 Comerciantes contra Colombia. Sentencia de julio 5 de 2004. Serie C No. 109, párrafo 192


� Sentencia C-1195 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 4.3, citando la Sentencia T-268 de 1996. M.P. Antonio Barrera Carbonell 


� Sentencia C-003 de 2017 M.P. Aquiles Arrieta Gómez, consideración jurídica No. 3.1.1 


� Alrededor de la vigencia de este principio en materia penal se han referido entre otras las sentencia T-401 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, C-070 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-788 den 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-909 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


� Sentencia T-276 de 2016 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, consideración jurídica No. 2.5.1.3. 


� Folio 9 fte y vto.


� Folio 25 


� Folio 43


� Folios 49, 66, 238 y 239.


� Folios 1 y 2 


� De conformidad con lo plasmado en el escrito de acusación el señor LHJO nació el 10 de mayo de 1940


� Cfr. Sentencia del 23 de noviembre de 2012, caso Mohamed vs. Argentina.
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